
 

 

 

PROYECTO GCP/INT/244/EC 

 
 

Recomendaciones para la incorporación de las Directrices Voluntarias de 

la FAO relacionadas con la garantía progresiva del derecho humano a la 

alimentación adecuada en el documento CONPES de la política nacional 

del derecho a la alimentación y su posterior plan de acción 

 

Documento técnico 
 
 
 
 
 

Por Milena Pereira Fukuoka 
 

Consultora en Derecho Humano a la Alimentación Adecuada (DHA) 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 

Diciembre, 2021 



1 

 

Contenido 

1. El derecho humano a la alimentación adecuada .............................................................. 2 

1.1. Definición y componentes ....................................................................................... 2 

1.2. Obligaciones jurídicas del Estado conforme a los estándares internacionales e 

interamericanos de derechos humanos ............................................................................... 6 

1.3. Grupos de especial protección ............................................................................... 14 

1.4. Algunos estándares claves relativos al derecho a la alimentación adecuada 

considerados por la Corte Constitucional de Colombia ................................................... 15 

1.5. Recomendaciones de órganos de tratados internacionales de derechos humanos al 

Estado colombiano en materia de garantía del derecho humano a la alimentación 

adecuada ........................................................................................................................... 19 

2. Los aportes de las Directrices voluntarias para avanzar en el respeto, la protección y la 

realización del derecho a la alimentación adecuada en el ámbito nacional .......................... 24 

2.1. Principales Directrices voluntarias relacionadas con el derecho a la alimentación 

adecuada ........................................................................................................................... 24 

2.2. Aportes en materia de política pública................................................................... 26 

2.3. Aportes en materia de gobernanza ......................................................................... 47 

2.4. Aportes en materia conceptual ............................................................................... 53 

3. Recomendaciones para la incorporación de las Directrices vinculadas a la garantía 

progresiva del derecho humano a la alimentación adecuada en el documento CONPES de la 

política nacional del derecho a la alimentación y su posterior plan de acción ..................... 57 

4. Bibliografía y fuentes consultadas ................................................................................ 60 

 

 

 

 

 



2 

 

1. El derecho humano a la alimentación adecuada 

1.1. Definición y componentes  

A través de la Carta de las Naciones Unidas de 1945, la comunidad internacional proclamó 

como sus finalidades la preservación de la paz; la reafirmación de los derechos humanos, 

emanados de la dignidad y el valor de la persona humana; la promoción del progreso social 

y la elevación de los niveles de vida dentro de un concepto más amplio de libertad1 (ONU, 

2021a).  

La Declaración Universal de Derechos Humanos enunció en 1948 en qué consistía aquel 

concepto más amplio de libertad, proclamando que los seres humanos precisaban vivir 

libres tanto del temor como de la miseria2. Asimismo, explicitó por primera vez cuáles eran 

los derechos humanos que debían ser protegidos en el mundo entero. En su artículo 25, se 

consagra el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado y se menciona 

específicamente el derecho a la alimentación: 

 Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 

familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 

asistencia médica y los servicios sociales necesarios…” (ONU, 2021b). 

Al no tener la naturaleza jurídica de un tratado, la Declaración Universal fue posteriormente 

desarrollada a través de dos pactos cuyos efectos son vinculantes para los Estados que los 

han ratificado, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). 

En 1976 entró en vigor el PIDESC, que establece específicamente el derecho a la 

alimentación. Este tratado reconoce en su artículo 11 el derecho de toda persona a un nivel 

de vida adecuado y, de forma expresa, “el derecho fundamental de toda persona a estar 

protegida contra el hambre”:   

Artículo 11. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a 

un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda 

adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes 

tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este 

efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre 

consentimiento. 

 
1 Preámbulo y art. 55. 

2 Preámbulo. 
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2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda 

persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la 

cooperación internacional, las medidas, incluidos programas concretos, que se necesitan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la 

plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios 

sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se 

logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales […] 

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el derecho a la alimentación adecuada 

se encuentra establecido en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo 

de San Salvador” (PSS), en vigor desde 1999, en el que se refuerzan elementos centrales 

del derecho a una alimentación adecuada: 

Artículo 12. Derecho a la Alimentación. 

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar 

del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual. 

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, los Estados 

partes se comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y 

distribución de alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación 

internacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia. 

El derecho a la alimentación adecuada ha sido interpretado por el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de la ONU (Comité DESC o CDESC) en su 

Observación General Nº 12 del año 1999. En ésta, el Comité establece cuáles son las 

obligaciones para el Estado derivadas del derecho a la alimentación, los principios que lo 

rigen, los atributos de su contenido normativo, las medidas que el Estado debe adoptar para 

su implementación nacional y señala situaciones de violación al derecho. 

El Comité DESC define el derecho a la alimentación adecuada en los siguientes términos: 

El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer o niño, ya sea 

sólo o en común con otros, tiene acceso físico y económico, en todo momento, a la 

alimentación adecuada o a medios para obtenerla. El derecho a la alimentación adecuada no 

debe interpretarse, por consiguiente, en forma estrecha o restrictiva asimilándolo a un 

conjunto de calorías, proteínas y otros elementos nutritivos concretos (párr. 6).  

El Comité explica que el concepto de adecuación es particularmente importante en relación 

con el derecho a la alimentación puesto que sirve para poner de relieve una serie de factores 

que deben tenerse en cuenta al determinar si puede considerarse que ciertas formas de 
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alimentos o regímenes de alimentación a las que se tiene acceso son las más adecuadas en 

determinadas circunstancias, a los fines de lo dispuesto en el artículo 11 del PIDESC.  

En la Observación General Nº 12, el Comité DESC establece que el contenido básico del 

derecho a la alimentación adecuada comprende los siguientes componentes: 

• Disponibilidad: comprende la posibilidad de alimentarse ya sea directamente, de lo 

que produce la tierra u otras fuentes naturales de alimentos, o a través de sistemas de 

distribución, procesamiento y comercialización que funcionen adecuadamente y que 

permitan trasladar los alimentos desde el lugar de producción a donde sea necesario, 

según la demanda. 

• Accesibilidad: todas las personas deben tener acceso, tanto en términos económicos 

como físicos, a alimentos suficientes y adecuados. 

La accesibilidad económica implica que los costos asociados con la adquisición de los 

alimentos necesarios para un régimen alimenticio adecuado deben estar a un nivel tal 

que no pongan en peligro la provisión y satisfacción de otras necesidades básicas.  

La accesibilidad física significa que la alimentación adecuada debe ser accesible a 

todos, incluidos los individuos físicamente vulnerables, tales como los lactantes y los 

niños pequeños, las personas de edad, las personas con discapacidad, las personas con 

problemas médicos persistentes. Además, es necesario prestar especial atención y, a 

veces, conceder prioridad con respecto a la accesibilidad de los alimentos a las personas 

que viven en zonas propensas a los desastres y a otros grupos especialmente 

vulnerables, como los pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede 

verse amenazado3. 

• Sostenibilidad: entraña el concepto de disponibilidad y accesibilidad a largo plazo. La 

gestión de los recursos naturales debe hacerse de forma que se garantice la 

disponibilidad de alimentos suficientes no sólo para las generaciones presentes sino 

también para las futuras. 

 
3 Una de las dificultades que tiene la población para acceder físicamente a alimentos frescos y nutritivos es la 

ausencia de establecimientos de venta de este tipo de alimentos o la distancia excesiva desde sus hogares. 

Esto afecta en especial a los grupos de bajos ingresos. Este fenómeno, para el que se ha ido consolidando la 

denominación de desiertos alimentarios, se presenta sobre todo en zonas con infraestructuras y accesos 

precarios, que es precisamente donde se concentra la población de menores ingresos. Por su parte,  los 

pantanos alimentarios son entornos que estimulan fuertemente el consumo de productos ultraprocesados y 

donde se incentivan acciones para la gratificación inmediata que, muy probablemente, conllevan el desarrollo 

de obesidad. FAO, OPS, WFP y UNICEF, Panorama de la seguridad alimentaria y nutricional en América 

Latina y el Caribe 2019, Santiago, 2019, pp. 52-55. 
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• Adecuación: la alimentación disponible debe ser suficiente y nutritiva para satisfacer 

las necesidades alimentarias de las personas, sin sustancias nocivas y aceptable para la 

cultura del grupo humano al que pertenece cada persona.  

Por satisfacción de las necesidades alimentarias se entiende que el régimen de 

alimentación en conjunto aporta una combinación de productos nutritivos para el 

crecimiento físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento, y la actividad física que 

sea suficiente para satisfacer las necesidades fisiológicas humanas en todas las etapas 

del ciclo vital, y según el sexo y la ocupación. 

Al decir sin sustancias nocivas se fijan los requisitos de la inocuidad de los alimentos y 

una gama de medidas de protección tanto por medios públicos como privados para 

evitar la contaminación de los productos alimenticios debido a la adulteración y/o la 

mala higiene ambiental o la manipulación incorrecta en distintas etapas de la cadena 

alimentaria. 

Que los alimentos deban ser aceptables para una cultura o unos consumidores 

determinados significa que hay que tener también en cuenta los valores no relacionados 

con la nutrición que se asocian a los alimentos y el consumo de alimentos, así como las 

preocupaciones fundamentadas de los consumidores acerca de la naturaleza de los 

alimentos disponibles (CDESC, 1999). 

La estabilidad también es considerada un componente del derecho a la alimentación. Es 

necesario contar con una estabilidad en la oferta de alimentos; la disponibilidad de 

alimentos debe ser estable en el tiempo en cada lugar. 

De manera complementaria, otros instrumentos internacionales establecen directrices y 

principios que han contribuido significativamente al desarrollo de estándares para el 

derecho a la alimentación adecuada. Entre los principales, pueden mencionarse la 

Declaración Universal sobre la Erradicación del Hambre y la Malnutrición (1974); la 

Declaración de Roma sobre la Seguridad Alimentaria Mundial (1996); y las Directrices 

voluntarias en apoyo de la realización progresiva del derecho humano a la alimentación en 

el contexto de la seguridad alimentaria nacional (2004). 

Además, en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se ha consolidado un 

mecanismo de seguimiento para la implementación del Protocolo de San Salvador que 

introduce el uso de indicadores. El mecanismo de monitoreo y evaluación basado en 

indicadores amplía la transparencia y mejora la exigibilidad de los derechos económicos, 
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sociales, culturales y ambientales, incluyendo el derecho a la alimentación adecuada, en la 

región de América Latina y el Caribe4. 

Figura 1. Hitos relevantes asociados al derecho a una alimentación adecuada (Sistema 

Universal y Sistema Interamericano de Derechos Humanos). 

 

1948.- 

Artículo 25 de la Declaración 

Universal de los Derechos 

Humanos. 

1976.- 

Artículo 11 del Pacto 

Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y 

Culturales. 

1988.- 

Artículo 12 del Protocolo 

Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos 

Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales, "Protocolo de San 

Salvador". 

1999.- 

Observación General Nº 12 del 

Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y 

Culturales de la ONU. 

2000.- 

Creación de la figura del Relator 

Especial de las Naciones Unidas 

sobre el derecho a la 

alimentación. 

2004.- 

Aprobación por consenso del 

Consejo de la FAO de las 

Directrices Voluntarias. 

 2007.- 

Aprobación por la Asamblea 

General de la OEA del Grupo de 

Trabajo para el análisis de los 

informes nacionales previstos en 

el Protocolo de San Salvador. 

2014.- 

Adopción del mecanismo de 

seguimiento para la 

implementación del Protocolo de 

San Salvador por la Asamblea 

General de la OEA. 

 

Fuente: FAO, 2020. El derecho a la alimentación adecuada. Marco conceptual, evolución y 

desafíos. En: Curso sobre Mecanismos de monitoreo para el cumplimiento del derecho a la 

alimentación adecuada. 

1.2. Obligaciones jurídicas del Estado conforme a los estándares internacionales e 

interamericanos de derechos humanos 

Hasta la fecha, 170 Estados han ratificado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, en tanto que 16 Estados han hecho lo propio en relación con el 

Protocolo de San Salvador, por lo que están obligados a avanzar hacia la realización del 

derecho a la alimentación adecuada (FAO, 2020a). 

 
4 Los Indicadores de Progreso  para la Medición de Derechos Contemplados en el Protocolo de San Salvador 

se encuentran disponibles en: OEA/GTPSS, https://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-

ssv/indicadores.asp. 
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La República de Colombia ratificó el PIDESC en 1969 y el Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador” en 1997. 

Respecto de las obligaciones jurídicas para el cumplimiento del derecho a la alimentación, 

de acuerdo con la Observación General Nº 12, el Estado tiene tres niveles de obligaciones: 

• La obligación de respetar el acceso existente a una alimentación adecuada requiere que 

el Estado no adopten medidas de ningún tipo que tengan por resultado impedir ese 

acceso (CDESC, 1999). El Estado no debería tomar ninguna medida que pudiera 

impedir la capacidad de las personas o grupos para conseguir alimentos. Debe velar por 

que ninguno de sus organismos o funcionarios públicos, a través de sus políticas o 

acciones, viole o impida el goce efectivo del derecho a la alimentación. 

Algunos ejemplos son los siguientes: El Estado no puede confiscar tierras o recursos 

hídricos sin una razón válida y compensación adecuada; el Estado no puede destruir los 

recursos alimentarios de las personas (zonas agrícolas de producción de alimentos, 

cultivos y cría) sin una razón válida y compensación adecuada. 

La obligación de respetar también implica que los Estados no puedan suspender leyes o 

políticas públicas que permiten el acceso a los alimentos (p. ej., legislación relativa al 

bienestar social y programas relacionados con la nutrición). En ciertos casos, la 

obligación de respetar no exige esfuerzos ni recursos específicos del Estado (FAO, 

2020a). 

• La obligación de proteger requiere que el Estado Parte adopte medidas para velar por 

que las empresas o los particulares no priven a las personas del acceso a una 

alimentación adecuada (CDESC, 1999).  

Esta obligación incluye, entre otras medidas, el garantizar que los alimentos 

comercializados sean inocuos y nutritivos, y el velar por la aplicación de prácticas 

justas y equitativas en el mercado. Por otro parte, el Estado debe actuar para evitar que 

terceros (personas, grupos, empresas u otras entidades) impidan o vulneren el derecho 

de las personas a la alimentación. La obligación de proteger a las personas de las 

acciones de terceros es de especial importancia para las personas vulnerables a la 

inseguridad alimentaria. 

Un primer ejemplo para esta obligación consiste en que el Estado debe impedir que 

entes privados (empresas u otras entidades) destruyan con sus actividades las fuentes de 

alimentos de las personas, tales como: la explotación de bosques de forma no 

sostenible; la contaminación de aguas con la descarga de productos agrícolas o 

industriales peligrosos. Otro ejemplo relevante corresponde a la necesidad de proteger a 
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la población contra la publicidad engañosa y la comercialización de productos 

comestibles no nutritivos (FAO, 2020a). 

• La obligación de realizar5 implica que el Estado debe crear condiciones que permitan la 

realización efectiva del derecho a la alimentación y proveer alimentos directamente a 

las personas o grupos que no puedan conseguirlos por sus propios esfuerzos. La 

obligación de realizar/cumplir incluye la obligación de facilitar y de hacer efectivo6. 

Conforme a la obligación de facilitar, el Estado debe procurar iniciar actividades con el 

fin de fortalecer el acceso y la utilización por parte de la población de los recursos y 

medios que aseguren sus medios de vida, incluida la seguridad alimentaria (CDESC, 

1999). El Estado debe crear las condiciones (un entorno habilitante) que permitan la 

realización efectiva del derecho a la alimentación. Entre las medidas habituales 

destacan la reforma agraria donde se requiera, medidas para mejorar la producción, 

cosecha, conservación, transformación, venta al detalle y consumo de los alimentos 

(FAO, 2020a). 

A su vez, cuando un individuo o un grupo sea incapaz, por razones que escapen a su 

control, de disfrutar el derecho a una alimentación adecuada por los medios a su 

alcance, los Estados tienen la obligación de hacer efectivo ese derecho directamente. 

Esta obligación también se aplica a las personas que son víctimas de catástrofes 

naturales o de otra índole (CDESC, 1999). 

La obligación de hacer efectivo/proveer está asociada más específicamente con el 

derecho fundamental de todas las personas a no padecer hambre. Por ejemplo, el Estado 

puede distribuir ayuda alimentaria a personas o grupos, entregarles subsidios a la renta, 

ayuda financiera o vales para alimentos, o aplicar otros esquemas de protección social 

que les permitan alimentarse. La obligación de proveer sirve como último recurso 

cuando los esfuerzos gubernamentales por respetar, proteger y facilitar han resultado 

inadecuados e insuficientes (FAO, 2020a). 

Conjuntamente con dichas obligaciones específicas, existen obligaciones generales 

comunes a todos los derechos económicos, sociales y culturales, las cuales constituyen 

Principios de Actuación del Estado, derivados del artículo 2.1 del PIDESC7, de la 

 
5 Se la denomina también obligación de cumplir. 

6 Se la denomina también obligación de proveer. 

7 “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado 

como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el 

máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, 

inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 

reconocidos”. 
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Observación General Nº 3 del Comité DESC sobre la Índole de las Obligaciones de los 

Estados Partes (1990) y de otras Observaciones Generales del Comité DESC y del Comité 

de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 

Los Principios de Actuación son los siguientes: 

Progresividad y no regresividad 

La obligación de progresividad implica la obligación estatal de mejorar las condiciones de 

goce y ejercicio de los derechos sociales a través del tiempo. Este principio requiere 

adoptar medidas “deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la 

satisfacción de las obligaciones” (CDESC, 1990).  

Complementariamente, la obligación de no regresividad implica la prohibición de adoptar 

políticas, medidas o normas jurídicas que empeoren la situación de los derechos sociales de 

los que goza la población. La obligación de no regresividad en la tutela normativa de un 

derecho social actúa como un principio de escrutinio estricto en el examen de la restricción 

del derecho; por ello cuando una norma reglamenta de manera regresiva un derecho social, 

el Estado tiene la carga de demostrar –bajo estricto escrutinio– su legalidad (Rossi y 

Abramovich, 2004). 

Con relación al deber de progresividad, el Grupo de Trabajo para el Análisis de los 

Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador (GTPSS)8 aclara que la 

progresividad no puede evaluarse exclusivamente en términos de asignaciones de recursos 

y menos aún sólo en términos presupuestales. Asimismo, explica que la progresividad va 

más allá de meros avances marginales en indicadores cuantitativos, dado que se requiere de 

la ejecución de acciones claras encaminadas a mejorar el nivel de vida de las personas. De 

acuerdo con el Comité DESC, el principio de progresividad requiere adoptar medidas 

“deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la satisfacción de las 

obligaciones”. En este mismo sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

argumenta que: “la dimensión progresiva de los DESCA9, si bien reconoce una cierta 

gradualidad para su realización, que atiende a las características legislativas y a los recursos 

disponibles de un Estado en particular, también incluye un sentido de progreso que requiere 

una mejora efectiva y continua de los derechos, de forma tal que se corrijan las 

desigualdades sociales y se facilite la inclusión de grupos vulnerables” (GTPSS, 2021). 

Asignación del máximo de los recursos disponibles 

 
8 Es la instancia que monitorea el cumplimiento del Protocolo de San Salvador mediante la evaluación de los 

informes con indicadores que los Estados parte presentan de forma trianual. Se encuentra integrado por cuatro 

personas expertas gubernamentales, dos personas expertas independientes y una persona representante de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 

9 Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales. 
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Para asegurar la efectiva realización de los derechos se requiere contar con intervenciones 

estatales apropiadas que, en general, demandarán de la erogación de recursos económicos. 

La obligación estatal de asignar el “máximo de los recursos disponibles” se encuentra 

establecida en los principales tratados de derechos humanos como el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 2 inciso 1), la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (artículo 26) y el Protocolo de San Salvador (artículo 

1).  

Cabe destacar que se deben valorar no sólo los gastos sino también los ingresos 

disponibles, es decir, poner atención en analizar si las políticas fiscales elegidas generan 

suficientes recursos (FAO, 2020b). 

Obligaciones inmediatas 

Tradicionalmente se considera que el logro de la plena efectividad de los derechos sociales 

puede ser alcanzado en forma paulatina, si bien las Observaciones Generales del Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales establecen obligaciones que se consideran de 

efecto inmediato. Entre estas se señalan: (i) la obligación de garantizar la no discriminación 

en las políticas sociales; (ii) la armonización legislativa; (iii) el deber de vigilancia-

monitoreo del grado de cumplimiento efectivo de los derechos económicos, sociales y 

culturales; (iv) la obligación de formular políticas, planes y/o estrategias nacionales de 

acción que establezcan una hoja de ruta para progresar en la garantía de los derechos y (v) 

la provisión de recursos judiciales efectivos. 

Respecto de la obligación de formular una hoja de ruta para la realización progresiva del 

derecho a la alimentación adecuada en el ámbito nacional, en la Observación General N° 12 

el Comité DESC destaca la importancia de formular, aprobar y aplicar una estrategia 

nacional para el derecho a la alimentación. La estrategia debe ser formulada de manera 

participativa; debe determinar las responsabilidades y el marco temporal de aplicación de 

las medidas necesarias; debe ocuparse de todas las cuestiones y medidas críticas relativas a 

todos los aspectos del sistema alimentario, en particular la producción, elaboración, 

distribución, comercialización y consumo de alimentos sanos; y debe prestar una atención 

especial a la necesidad de prevenir la discriminación en el acceso a los alimentos o a los 

recursos destinados a alimentos10. 

 
10 “Esto exigirá aprobar una estrategia nacional que garantice la seguridad alimentaria y de nutrición para 

todos, sobre la base de los principios de los derechos humanos que definen los objetivos, y formular las 

políticas y los indicadores correspondientes. También deberán identificarse los recursos disponibles para 

cumplir los objetivos y la manera de aprovecharlos más eficaz en función de los costos.” 

“La estrategia debe basarse en una determinación sistemática de las medidas y actividades políticas 

pertinentes en cada situación y contexto, derivadas del contenido normativo del derecho a una alimentación 

adecuada y especificadas en relación con los niveles y caracteres de las obligaciones del Estado Parte a que se 
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Niveles esenciales de derechos 

Una obligación estatal clave para la efectiva vigencia de los derechos económicos y 

sociales, pero también para los derechos civiles y políticos, es el aseguramiento de niveles 

de bienestar satisfactorios. Los Estados deben garantizar un umbral esencial de acceso a 

derechos que permita el goce de un nivel de vida adecuado por debajo del cual no debe 

situarse ninguna persona o grupo (FAO, 2020b). 

Respecto de la cuestión de qué acciones u omisiones del Estado configuran una violación 

de los derechos sociales, el Comité DESC explica que si bien, los derechos económicos, 

sociales y culturales estipulados en el PIDESC pueden realizarse progresivamente, los 

Estados Partes tienen una "obligación mínima de asegurar la satisfacción de por lo menos 

niveles esenciales de cada uno de los derechos" enunciados en el Pacto (CDESC, 1990). 

Con relación al derecho a la alimentación adecuada, en la Observación General N° 12 el 

Comité DESC señala: 

El Pacto se viola cuando un Estado no garantiza la satisfacción de, al menos, el nivel mínimo 

esencial necesario para estar protegido contra el hambre. Al determinar qué medidas u omisiones 

constituyen una violación del derecho a la alimentación, es importante distinguir entre la falta de 

capacidad y la falta de voluntad de un Estado para cumplir sus obligaciones. En el caso de que un 

Estado Parte aduzca que la limitación de sus recursos le impiden facilitar el acceso a la 

alimentación a aquellas personas que no son capaces de obtenerla por sí mismas, el Estado ha de 

demostrar que ha hecho todos los esfuerzos posibles por utilizar todos los recursos de que dispone 

con el fin de cumplir, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas (párr. 17). 

Protección prioritaria a grupos en situación de vulnerabilidad 

Otro principio de actuación indica que las instancias estatales al diseñar sus políticas deben 

centrar la atención y, por tanto, dar prioridad en sus actividades y sus recursos a aquellos 

 
refiere el párrafo 15 de la presente Observación general. Esto facilitará la coordinación entre los ministerios y 

las autoridades regionales y locales y asegurará que las políticas y decisiones administrativas conexas 

cumplan las obligaciones que impone el artículo 11 del Pacto.”  

“La estrategia debe determinar las responsabilidades y el marco temporal de aplicación de las medidas 

necesarias.” 

“La estrategia se ocupará de todas las cuestiones y medidas críticas relativas a todos los aspectos del sistema 

alimentario, en particular la producción, elaboración, distribución, comercialización y consumo de alimentos 

sanos, así como las medidas paralelas en materia de salud, educación, empleo y seguridad social. Hay que 

procurar gestionar y utilizar de modo más sostenible los recursos alimentarios naturales y de otro tipo en los 

niveles nacional, regional, local y doméstico.” 

“La estrategia debe prestar una atención especial a la necesidad de prevenir la discriminación en el acceso a 

los alimentos o a los recursos destinados a alimentos.” Comité DESC, Observación General N° 12, párrafos 

21, 22, 24, 25, 26. 
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grupos que, desde el punto de vista del ejercicio de derechos, se encuentran en situación de 

exclusión o vulnerabilidad (FAO, 2020b). 

En materia del derecho a la alimentación adecuada, en la Observación General N° 12 el 

Comité DESC establece:  

Incluso en los lugares donde un Estado se enfrenta con limitaciones graves de recursos 

causadas por un proceso de ajuste económico, por la recesión económica, por condiciones 

climáticas u otros factores, deben aplicarse medidas para garantizar que se cumpla el derecho 

a una alimentación adecuada especialmente para grupos de población e individuos 

vulnerables (CDESC, 1999). 

Además de las obligaciones jurídicas específicas y los Principios de Actuación, existen 

también Principios Transversales que son comunes a todos los derechos fundamentales y 

constituyen dimensiones centrales para la garantía de los derechos. 

Los Principios Trasversales que deberían ser aplicados de modo consistente en las políticas 

públicas son los siguientes: 

Igualdad y no discriminación 

La primera obligación de “efecto inmediato” derivada de los derechos económicos, sociales 

y culturales consiste en garantizar que se ejercerán en condiciones de igualdad y sin 

discriminación, esto es, impedir las diferencias de trato basadas en factores expresamente 

prohibidos, que limiten, restrinjan o anulen el ejercicio de un derecho (GTPSS, 2011). 

El principio de igualdad y no discriminación exige que el nivel de protección de un 

determinado derecho humano sea objetiva y razonablemente igual para todos, sin distinción 

alguna de sexo, edad, raza, color, religión o cualquier otro motivo. Además de prohibir 

expresamente la discriminación de cualquier índole, este principio exige la adopción de 

medidas específicas con miras a corregir cualquier discriminación de facto o eliminar las 

condiciones que provocan o ayudan a perpetuar la discriminación, así como medidas para 

promover la igualdad (FAO, 2010). 

Para alcanzar la igualdad sustantiva, se deben establecer medidas para transformar las 

condiciones estructurales que determinan la desigualdad en el acceso a derechos, lo cual 

implica promover políticas económicas y sociales universales, pero también medidas de 

acción afirmativa y enfoques diferenciados dirigidos a grupos históricamente excluidos 

(FAO, 2020b). 

Participación y empoderamiento 

La participación activa, libre y significativa es un derecho humano además de constituir una 

forma práctica de lograr consensos. La participación efectiva permite a las personas y 
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grupos participar de manera significativa en aquellas decisiones que repercuten en sus vidas 

y en la capacidad de alimentarse por sus propios medios; también promueve la 

transparencia y rendición de cuentas en los procesos de toma de decisión. En caso 

necesario, la participación deberá sustentarse en el desarrollo de las capacidades. 

El empoderamiento implica un cambio en las relaciones de poder dentro de la sociedad y 

entre el gobierno y el pueblo; compromete a las autoridades a ofrecer a las personas la 

posibilidad de elegir y de ejercer influencia y control sobre las decisiones que afectan a sus 

medios de vida. Implica que las personas deben contar con las atribuciones, la habilidad, la 

capacidad y el acceso necesarios para mejorar sus propias vidas (FAO, 2010).  

Acceso a la información y rendición de cuentas 

El derecho a acceder a la información pública se sustenta en el principio de publicidad y 

rendición de cuentas, que exige a los titulares de obligaciones el informar a la población 

sobre las acciones que se adoptan en ejercicio de la representación política. De este modo, 

los Estados deben cumplir con este principio en tres etapas: (i) promoviendo la producción 

de información relevante que dé cuenta de sus acciones, (ii) permitiendo el acceso a esta 

información a toda la población y (iii) desplegando estrategias para su adecuada difusión 

(FAO, 2020b). 

El gobierno debe garantizar que la información sobre las actividades realizadas y sobre las 

políticas, leyes y presupuestos elaborados en el marco del derecho a la alimentación sea 

publicada en un lenguaje que cualquier interesado pueda entender fácilmente, y que se 

difunda a través de medios apropiados. La rendición de cuentas es uno de los principios 

básicos de un gobierno democrático e implica que las autoridades públicas deben rendir 

cuentas de sus acciones tanto ante sus superiores como ante la población a la que han de 

servir (FAO, 2010). 

Acceso a la justicia 

Posicionar a las personas y a los grupos como sujetos portadores de derechos implica 

fortalecer su capacidad para efectuar reclamos en el caso de que sus derechos sean 

incumplidos (FAO, 2020b). 

En sentido amplio, el principio de acceso a la justicia incluye la posibilidad legal y fáctica 

de acceso a mecanismos de reclamo y protección administrativos y judiciales. Por ello, no 

se encuentra restringido a las esferas netamente judiciales sino es más amplio e incluye 

reclamos administrativos, la presencia de sedes u otras instancias para efectuar reclamos, 

defensorías, entre otras múltiples instancias (GTPSS, 2011). 

Para la garantía del derecho a la alimentación adecuada, lo más adecuado es que las 

personas y grupos puedan tener acceso a recursos administrativos y judiciales, así como a 
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los mecanismos cuasi judiciales como las comisiones de derechos humanos o la Defensoría 

del Pueblo (FAO, 2010). 

1.3. Grupos de especial protección 

En el derecho internacional de los derechos humanos se han desarrollado protecciones 

específicas para grupos sociales que han sido histórica y estructuralmente discriminados. 

Respecto de estos grupos, el logro de la igualdad demanda una protección diferenciada. 

Ello implica tanto la transversalización de enfoques diferenciados como la adopción de 

medidas afirmativas. 

Los principales instrumentos de derechos humanos destinados a la protección de sectores 

poblacionales y grupos sociales son: 

• Las Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer (adoptada en 1979); y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belem do Para” (adoptada en 

1994).  

• La Convención sobre los Derechos del Niño (adoptada en 1989). 

• La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Racial (adoptada en 1965). 

• El Convenio Núm. 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de 

la OIT (1989). 

• La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (adoptada en 

2006); y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra las Personas con discapacidad (adoptada en 1999). 

• La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (adoptada en 1990). 

• La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 

Personas Mayores (adoptada en 2015). 

Corresponde mencionar también los estándares de protección establecidos en la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2007) y 

la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2016); y en la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras 

Personas que Trabajan en las Zonas Rurales (2018). 
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Esta última Declaración reconoce en forma expresa el derecho de campesinas y campesinos 

a una alimentación adecuada, que esté producida y sea consumida de manera sostenible y 

equitativa, respete su cultura, preserve el acceso de las generaciones futuras a la 

alimentación y les garantice una vida digna y satisfactoria, de manera individual o 

colectiva, y responda a sus necesidades. Establece también el derecho campesino a producir 

alimentos. 

Asimismo, la Recomendación general núm. 34 sobre los derechos de las mujeres rurales del 

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer del año 2016 establece 

diversas medidas para garantizar los derechos de las mujeres rurales, incluyendo los 

derechos a la tierra, los recursos naturales, incluida el agua, las semillas y los bosques, y la 

pesca.  

1.4. Algunos estándares claves relativos al derecho a la alimentación adecuada 

considerados por la Corte Constitucional de Colombia 

El Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo 

de San Salvador (GTPSS) ha destacado los avances jurisprudenciales del Estado 

colombiano respecto al derecho al mínimo vital, el acceso a una alimentación adecuada, el 

acceso a tierras y el derecho al agua, contenidos en las siguientes sentencias de la Corte 

Constitucional: C-644 de 2012; T-348 de 2012; T-325 de 2017; C-623 de 2015; C-077 de 

2017; así como T-223 de 2018 (GTPSS, 2021). 

Se sintetizan a continuación algunos de los principales estándares relacionados con la 

garantía del derecho a la alimentación adecuada, considerados por la Corte Constitucional 

en varias de las sentencias destacadas por el GTPSS, y en la sentencia T-302 de 2017. 

Tabla 1. Estándares relacionados con la garantía del derecho a la alimentación adecuada, 

considerados por la Corte Constitucional de Colombia en varias sentencias. 

Temática Estándares considerados por la Corte Constitucional 

Sentencia T-025 de 2004 

Derecho a la alimentación de la 

población desplazada 
• Los altos niveles de pobreza extrema a los que llegan numerosas 

personas desplazadas les impiden satisfacer su derecho a una 

alimentación mínima, resultando insatisfechas sus necesidades 

biológicas más esenciales.  

• Entre los derechos mínimos de la población desplazada que integran 

el mínimo prestacional que siempre debe ser satisfecho por el Estado 

se encuentra el derecho a una subsistencia mínima como expresión 

del derecho fundamental al mínimo vital. Las autoridades 

competentes deben proveer a las personas desplazadas, así como 

asegurar el acceso seguro de las mismas, a alimentos esenciales y 
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agua potable, entre otros bienes y servicios. 

Sentencia T-348 de 2012 

Derecho a la alimentación de 

las comunidades rurales cuya 

subsistencia se vincula al 

acceso a los recursos naturales 

• El derecho a la alimentación en la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional se había concentrado en temas como la ayuda 

humanitaria de emergencia de la población desplazada, la obligación 

alimentaria en el núcleo familiar, el derecho a la alimentación digna 

de los reclusos. En esta sentencia se desarrolla el derecho a la 

alimentación desde la perspectiva de las comunidades rurales que 

subsisten del cultivo, producción y distribución de alimentos 

obtenidos de la naturaleza. 

• Las comunidades de pescadores y todas aquellas que dependen de los 

recursos del medio ambiente, merecen una especial atención por parte 

de los Estados, toda vez que son grupos de personas, en su mayoría 

de bajos ingresos, que con su oficio artesanal garantizan su derecho a 

la alimentación y a su mínimo vital. Es evidente la relación íntima 

que adquieren estas comunidades con los ecosistemas, que junto con 

el ejercicio de su oficio tradicional, crean una identidad cultural. 

Sentencia C-644 de 2012 

Relación entre el derecho a la 

alimentación y el acceso a la 

tierra y la seguridad de la 

tenencia de los trabajadores 

agrarios 

• Es importante relacionar el acceso a la propiedad de los trabajadores 

agrarios con el reconocimiento del derecho a la alimentación. En esta 

dirección parece encontrarse el artículo 11 del Pacto de Derechos 

Sociales, Económicos y Culturales que al establecer el derecho de 

toda persona a estar protegida contra el hambre prescribe que los 

Estados adoptarán medidas que se orienten al mejoramiento de los 

métodos de producción, conservación y distribución de alimentos 

mediante el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios 

de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de 

las riquezas naturales.  

• En el Informe del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación 

de las Naciones Unidas del 11 de agosto de 2010, se señaló que el 

acceso a la tierra y la seguridad de la tenencia son esenciales para 

asegurar el disfrute no solo del derecho a la alimentación, sino 

también de otros derechos humanos, incluido el derecho al trabajo 

(de los campesinos que no poseen tierras) y el derecho a la vivienda.  

Sentencia T-622 de 2016 

Impactos en el derecho a la 

alimentación de actividades 

contaminantes 

• Las actividades de minería ilegal en tanto contaminan y amenazan 

gravemente las fuentes hídricas y los bosques, vulneran directamente 

la disponibilidad, acceso y sostenibilidad de los alimentos y las 

formas tradicionales de producción de alimentos de las comunidades 

étnicas […] lo que implica una afectación de todos los componentes 

del derecho a la alimentación y las distintas etapas del proceso 

alimentario. 

Sentencia T-302 de 2017 

Obligaciones de los Estados en 

relación con el derecho a la 
• La primera obligación se dirige al deber de adoptar medidas para 

lograr progresivamente el acceso mínimo de alimentos esenciales 
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alimentación y la seguridad 

alimentaria de sus habitantes 

suficientes y nutritivamente adecuados para proteger a las personas 

del hambre. La segunda obligación es la de respetar, la cual implica 

que los Estados no tomen medidas de ningún tipo que tengan como 

resultado impedir el acceso libre y adecuado a la alimentación. La 

tercera obligación, es la de proteger, la cual requiere adoptar medidas 

para velar que los particulares o empresas no priven a las personas 

del acceso a los alimentos. La cuarta obligación es la de realizar o 

facilitar, que exige que el Estado procure iniciar actividades con el fin 

de fortalecer el acceso y la utilización por parte de la población de los 

recursos y medios que aseguren sus medios de vida, incluida la 

seguridad alimentaria. La quinta obligación es la de hacer efectivo el 

derecho, es decir, que cuando un individuo o grupo de población sea 

incapaz de autoabastecerse por sus propios medios por distintas 

razones, los Estados tienen la obligación de realizar o hacer efectivo 

ese derecho de forma directa. 

Plan o Estrategia Nacional 

como contenido básico del 

derecho 

• Las facetas prestacionales de los derechos fundamentales de 

aplicación progresiva suponen, al menos, un contenido básico 

exigible judicialmente, no sometido a debate en una democracia, a 

saber: el derecho constitucional a que exista un plan escrito, público, 

orientado a garantizar progresiva y sosteniblemente el goce efectivo 

del derecho, sin discriminación y con espacios de participación en sus 

diferentes etapas que, en efecto, se estén implementando.  

Aceptabilidad cultural, 

empoderamiento, estabilidad. 

Pueblos indígenas 

• El Estado no se debe limitar a asegurarles a los individuos la 

seguridad alimentaria, sino que debe tenerse en cuenta sus prácticas 

tradicionales y los alimentos que acostumbran consumir acordes con 

sus actividades propias de subsistencia.  

• Es relevante que se observe con el mayor respeto las tradiciones 

culturales alimenticias de las comunidades para fortalecer sus 

prácticas tradicionales de subsistencia. Estas acciones deben tener en 

cuenta las causas que han generado la situación de escasez de 

alimentos, con el objeto de no caer en políticas asistencialistas sino 

en soluciones de largo plazo que aseguren a las comunidades la 

disponibilidad, la accesibilidad y la calidad alimentaria. 

• En el caso concreto de los pueblos indígenas, la relación especial que 

tienen con el territorio donde se asientan, no solo se dirige a proteger 

el lugar de sus ancestros y su pueblo, sino también el lugar que los 

alimenta a través de sus siembras y cultivos tradicionales. Así, el 

componente de la aceptabilidad cultural del derecho a la alimentación 

adquiere una verdadera importancia, pues a través de la comida que 

consumen los miembros de comunidades indígenas, ellos mantienen 

su identidad y cosmovisión cultural. La seguridad alimentaria no 

puede garantizarse como un derecho individual sino colectivo que 

debe atender como mínimo al cumplimiento de las siguientes 

obligaciones estatales: (i) el respeto de los derechos a la cultura, libre 

determinación y territorios y recursos naturales del pueblo indígena, 

(ii) la protección de las actividades u oficios tradicionales para 

obtener la comida y (iii) el deber de proveer la comida mínima 

esencial acorde con la dieta y la cultura del pueblo indígena.   

• Cuando el Estado adopta medidas para garantizar el derecho a la 

seguridad alimentaria de los pueblos indígenas, no puede ignorar que 
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los valores culturales son transversales a los hábitos alimenticios, y 

por tanto deberá entablar espacios de diálogo con las comunidades 

indígenas involucradas con el fin de que los planes y programas que 

se implementen sean respetuosos de sus prácticas tradicionales y su 

alimentación.   

Derecho a la participación, 

derecho a la participación de los 

pueblos indígenas 

• La participación es un requisito de toda política pública, de acuerdo 

con el artículo 2 de la Constitución que establece el derecho de todas 

las personas a participar en las decisiones que les afectan. El deber de 

abrir espacios de participación es particularmente importante cuando 

se trata de comunidades étnicas, debido a que estas, en determinados 

casos, además de tener un derecho genérico de participación, pueden 

tener un derecho específico de ser consultadas en los términos del 

Convenio 169 de la OIT. 

• La participación debe ser amplia y efectiva. No puede agotarse en 

capacitaciones o socializaciones realizadas en los centros urbanos de 

los municipios, ni en reuniones de concertación con unas pocas 

autoridades escogidas para tal fin. La participación debe ser un 

proceso deliberativo de las distintas comunidades, en que todas las 

personas afectadas tengan la oportunidad de intervenir y dialogar con 

quienes toman las decisiones, con anterioridad a la adopción de las 

mismas. Solo de esta manera puede haber una participación genuina 

y efectiva en contraposición a un espacio inocuo o intrascendente. 

Estrategia nacional  • El cumplimiento de las obligaciones exige aprobar una estrategia 

nacional que garantice la seguridad alimentaria y la nutrición, con 

observancia de los derechos humanos, objetivos y la formulación de 

políticas e indicadores correspondientes.  

• Además, deben preverse recursos disponibles para cumplir los 

objetivos formulados y establecer la forma más eficaz de 

aprovecharlos teniendo en cuenta los costos. 

Garantías de no discriminación • El mandato de no discriminación incluye el deber de las entidades de 

explicar, con criterios claros y transparentes, la razón por la cual unas 

y no otras comunidades han sido escogidas y priorizadas para la 

ejecución de las distintas intervenciones. 

Sentencia T-325 de 2017 

Conexión entre el derecho al 

agua y el derecho a la 

alimentación 

• El agua es un derecho fundamental siempre que esté destinada al 

consumo humano, ya que este recurso que es utilizado por las 

personas diariamente, es indispensable para garantizar la vida misma 

y la dignidad humana. Adicionalmente, resulta evidente que el agua 

es un presupuesto esencial del derecho a la vida y a la salud, así como 

del derecho a una alimentación sana y a un ambiente sano. 

Sentencia C-077 de 2017 

Obligaciones del Estado para la 

garantía del derecho a la 

alimentación adecuada  

• El PIDESC consagra en su artículo 11 el derecho de toda persona a 

una alimentación adecuada, a estar protegida contra el hambre, a 

mejorar continuamente las condiciones de su existencia y la de su 

familia e impone en los Estados la obligación de adoptar los 

correctivos para lograr una producción, conservación y distribución 
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eficiente y justa de los alimentos. 

• Los Estados tienen la obligación de abstenerse de incurrir en 

prácticas que representen cambios que amenacen con sumergir a las 

personas en una situación de incapacidad para procurar su 

alimentación adecuada, lo cual incluye velar por que las empresas o 

los particulares no priven a las personas del acceso a una 

alimentación adecuada. 

• Los Estados tienen el deber de adoptar medidas para superar la 

permanencia de las situaciones que les impiden a las personas 

marginadas, vulnerables y discriminadas, garantizarse de manera 

autónoma su subsistencia. Lo anterior, facilitando a las personas que 

no tienen asegurados sus medios de vida, incluida la seguridad 

alimentaria, el acceso a los recursos y medios respectivos; o 

garantizando directamente la alimentación de las personas y grupos 

que definitivamente carecen de la capacidad para asegurar su 

alimentación.   

Derecho a la alimentación 

adecuada de la población 

campesina y los trabajadores 

rurales 

• Una lectura del artículo 11 del PIDESC y de la Observación General 

número 12, desde la perspectiva de la población campesina y los 

trabajadores rurales, permite concluir que el derecho a una 

alimentación adecuada se encuentra ligado, de manera estrecha, con: 

el aprovechamiento por parte de los campesinos de su propia tierra;  

el respeto de sus formas tradicionales de producción y la garantía de 

sus necesidades básicas;  la preservación de sus prácticas y saberes 

tradicionales;  y verse protegidos frente a los efectos colaterales que 

pueden seguirse de la agroindustria.   

Relación entre el derecho a la 

alimentación y  la garantía del 

mínimo vital  

• El derecho a la alimentación está íntimamente relacionado con la 

garantía del mínimo vital y del derecho al trabajo. La alimentación 

adecuada presupone que las personas y comunidades tienen acceso 

suficiente y oportuno a los medios, bienes y recursos que son 

necesarios para garantizar sus otras necesidades elementales.  

• Acerca del mínimo vital, esta Corporación ha reiterado que se trata 

del derecho que tienen todas las personas a vivir bajo unas 

condiciones básicas o elementales que garanticen un mínimo de 

subsistencia digna, a través de los ingresos que les permitan satisfacer 

sus necesidades más urgentes como son la alimentación, el vestuario, 

la vivienda, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la 

atención en salud, la educación, entre otras. 

Fuente: Elaboración propia. 

1.5. Recomendaciones de órganos de tratados internacionales de derechos humanos 

al Estado colombiano en materia de garantía del derecho humano a la 

alimentación adecuada 

Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

En el año 2017 el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 

Unidas emitió sus Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de la República 



20 

 

de Colombia. Con relación al cumplimiento del derecho a la alimentación adecuada, el 

Comité manifestó su preocupación por:  

las disparidades existentes relativas al derecho a una alimentación adecuada, por una parte el 

índice crítico de desnutrición e inseguridad alimentaria en algunas regiones y por la otra el 

creciente índice de sobrepeso y obesidad. Asimismo, preocupa al Comité la falta de medidas 

adecuadas para brindar apoyo a campesinos y pequeños agricultores, lo cual tiene un impacto 

negativo en el derecho a la alimentación (CDESC, 2017).  

El Comité DESC recomendó al Estado: 

• Que, en el marco de la Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, 

formule una estrategia nacional integral de protección y promoción del derecho a una 

alimentación adecuada a fin de superar la inseguridad alimentaria en todo el territorio 

del Estado parte y fomentar una alimentación más saludable. 

•  Que redoble sus esfuerzos para mejorar la productividad de los pequeños productores 

agrícolas favoreciendo su acceso a las tecnologías apropiadas y a los mercados locales, 

a fin de aumentar los ingresos en las zonas rurales.  

• Que intensifique sus esfuerzos para combatir los efectos del cambio climático en el 

derecho a la alimentación.  

El Comité concluyó, remitiendo al Estado parte a su Observación General N° 12 (1999) 

sobre el derecho a una alimentación adecuada y a las Directrices voluntarias en apoyo a la 

realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la 

seguridad alimentaria nacional, aprobadas por el Consejo de la Organización de las 

Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO). 

Protocolo de San Salvador 

En el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el Estado colombiano 

presentó el primer Informe Nacional de Colombia al Grupo de Trabajo del Protocolo de 

San Salvador en enero de 2017, con un Informe Complementario de marzo de 2019. 

Tras el examen de dichos informes, el Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes 

Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador (GTPSS) emitió sus observaciones y 

recomendaciones finales en el año 2019. 

Respecto del derecho a la alimentación adecuada, el Grupo de Trabajo recomendó al 

Estado: 

• Que consolide una política universal e integral para el derecho a una alimentación 

adecuada que incorpore, tanto la garantía de la seguridad alimentaria para toda su 



21 

 

población, como el aseguramiento de medios suficientes a la producción agrícola en 

pequeña escala que mejoren las condiciones de la población rural en situación de 

pobreza11, cumpliendo con los principios del enfoque de derechos asegurando, entre 

otros elementos, la participación de la población, la adecuada rendición de cuentas y el 

acceso a mecanismos efectivos, administrativos y judiciales, para el reclamo de este 

derecho. 

A su vez, resaltó la importancia de identificar las brechas para el acceso a la garantía 

del derecho a la alimentación que afectan a grupos en situación de exclusión o 

vulnerabilidad, con objeto de ajustar políticas y programas para el cumplimiento del 

principio transversal sobre igualdad y no discriminación. 

• Que revise la coordinación y suficiencia de sus estrategias de atención a los grupos en 

situación de exclusión o vulnerabilidad, en relación con el cumplimiento de su derecho 

a la alimentación adecuada. En particular alentó al Estado colombiano a avanzar según 

lo estipulado en el “Acuerdo Final Para la Terminación del Conflicto y la Construcción 

de una Paz Estable y Duradera”, respecto de la creación de un sistema para la garantía 

progresiva del derecho a la alimentación para la población situada en el marco del 

conflicto armado. 

• Que avance en la implementación de sistemas regulatorios sólidos que retomen 

estándares y recomendaciones internacionales recientes, con objeto de lograr la 

protección efectiva del derecho a la alimentación adecuada incluso ante su posible 

conculcación por parte de empresas e industrias alimentarias nacionales o 

transnacionales (GTPSS, 2019). 

En agosto de 2020, el Estado presentó el Informe Global de Colombia sobre Indicadores de 

Progreso para la Medición de Derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador. 

Tras el análisis del mismo, el GTPSS hizo públicas sus Observaciones y Recomendaciones 

Finales en julio de 2021. 

Con relación al derecho a la alimentación adecuada, el Grupo de Trabajo:  

• Animó enfáticamente a la República de Colombia para que establezca el 

reconocimiento expreso del derecho a la alimentación en su Constitución nacional, así 

como para la aprobación de la Ley del Sistema para la Garantía Progresiva del Derecho 

a la Alimentación. Además la impulsó a promover normatividad específica actualizada 

 
11 El GT recomendó incorporar para ello los recientes estándares contenidos tanto en la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas 

Rurales (A/RES/73/165 de enero de 2019), como en la Recomendación general núm. 34 (2016) sobre los 

derechos de las mujeres rurales de la CEDAW. 
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que asegure un entorno apegado a estándares y recomendaciones internacionales 

recientes para la protección de este derecho. 

• Recomendó a la República de Colombia que adopte a la brevedad posible la “Política 

Pública Nacional para la Garantía Progresiva del Derecho a la Alimentación”, 

señalando que la misma debe cumplir con los principios del enfoque basado en 

derechos humanos asegurando, entre otros elementos, la prioridad hacia grupos 

históricamente discriminados o excluidos, la participación de la población, la adecuada 

rendición de cuentas y el acceso a mecanismos efectivos, administrativos y judiciales, 

para el reclamo de este derecho. 

• Manifestó que identifica señales de progresividad en los procesos que la República de 

Colombia está impulsando para el derecho a la alimentación; no obstante, consideró 

necesario que intensifique sus esfuerzos para avanzar en la consolidación institucional 

necesaria para su atención integral, así como para la ampliación de cobertura de sus 

programas, principalmente respecto de los sectores vulnerables en todo el país, con 

objeto de avanzar en la mejora de los indicadores de resultado de este derecho. 

• Recomendó ampliar las políticas y programas de atención a la pobreza, de seguridad 

alimentaria así como de apoyo a sectores rurales y pequeños productores, de manera 

que se avance en la garantía de este derecho para toda la población, con énfasis en los 

sectores en situación de vulnerabilidad, además de generar condiciones económicas y 

sociales que permitan que la población ubicada en los primeros deciles de ingresos 

cuente con oportunidades para salir de la pobreza (GTPSS, 2021). 

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 

la mujer 

En 2019 el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité 

CEDAW) examinó el noveno informe periódico de Colombia y aprobó sus Observaciones 

Finales.  

Con relación a las mujeres rurales, indígenas y afrocolombianas, el Comité recomendó al 

Estado que: 

• Refuerce la aplicación de la política pública integral en pro de las mujeres rurales 

y garantice que esa política reciba una financiación suficiente y un seguimiento 

adecuado. 

• Adopte medidas para aumentar el acceso de las mujeres a la tierra, incluido el 

acceso a apoyo financiero y tecnológico para proyectos productivos .  
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• Considere la posibilidad de incorporar los principios contenidos en la Declaración 

de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras 

Personas que Trabajan en las Zonas Rurales en los instrumentos jurídicos y de 

políticas relativos a las mujeres rurales (Comité CEDAW, 2019).  

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial 

El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial examinó los informes 

periódicos 17º a 19º combinados de Colombia y aprobó las Observaciones finales a los 

mismos en 2019. 

El Comité expresó su preocupación por: “la persistente discriminación estructural e 

histórica de la que son víctimas los miembros de los pueblos indígenas y de las 

comunidades afrodescendientes, que se manifiesta en los altos índices de pobreza y 

exclusión social en comparación con el resto de la población.” Entre sus preocupaciones 

por el impacto de la discriminación en el goce de los derechos señaló: “los casos de 

desnutrición crónica entre los niños y niñas indígenas y las muertes asociadas a la 

desnutrición, en particular entre los niños y niñas indígenas wayúu, amorua y sikuani […]”. 

En ese sentido, el Comité recomendó al Estado: 

• Adoptar las medidas necesarias para reducir los índices de desnutrición crónica entre 

los niños y niñas indígenas y para garantizar el derecho a una alimentación adecuada de 

los pueblos indígenas (Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, 2019). 

Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 

En 2016 el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad examinó el 

informe inicial de Colombia. Con relación al nivel de vida adecuado y la protección social, 

el Comité observó que:  

la mayoría de las personas con discapacidad en situación de pobreza y pobreza extrema, 

particularmente mujeres, niños y personas mayores, personas con discapacidad 

afrocolombianas, raizales e indígenas, en áreas rurales y remotas, no cuentan con cobertura 

de asistencia o programas de protección social por motivo de discapacidad que aborden su 

discapacidad y los gastos adicionales relacionados con la discapacidad, pese a estar en mayor 

riesgo de pobreza, exclusión y vulneración de sus derechos. 

El Comité recomendó al Estado que: “Incorpore la perspectiva de discapacidad de manera 

prioritaria en las estrategias para la reducción de la pobreza e inclusión social” (Comité 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2016). 
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Convención sobre los derechos del niño 

El Comité de los Derechos del Niño examinó los informes periódicos cuarto y quinto 

combinados de Colombia y aprobó las respectivas Observaciones finales en 2015. 

En materia de salud y servicios sanitarios, si bien el Comité celebró los avances en la 

reducción de la mortalidad en la niñez y la malnutrición infantil, manifestó su preocupación 

por la persistencia de la malnutrición crónica, en particular entre los niños indígenas y 

afrocolombianos; la disminución de la lactancia materna exclusiva en 2010 y el hecho de 

que persistan prácticas inadecuadas de alimentación de lactantes. 

El Comité recomendó al Estado que:  

• Revise y actualice la Política de Seguridad Alimentaria y Nutricional de 2008 y adopte 

un plan de acción para ejecutarla. 

• Con relación a los niños desplazados, que fortalezca las medidas adoptadas para su 

protección y la de sus familias de la violencia y garantice su acceso a la alimentación, a 

una vivienda adecuada, a la educación, a la recreación, a la salud, al registro civil, a la 

justicia y a los servicios integrados de salud mental y rehabilitación psicosocial.  

• Respecto de los niños de la calle, que fortalezca las iniciativas para que los niños de la 

calle reciban alimentación adecuada, vivienda, atención médica, oportunidades 

educativas y protección de todas las formas de violencia.  

2. Los aportes de las Directrices voluntarias para avanzar en el respeto, la protección 

y la realización del derecho a la alimentación adecuada en el ámbito nacional 

Si bien, las directrices voluntarias desarrolladas por la FAO y por el Comité de Seguridad 

Alimentaria Mundial (CSA) no son jurídicamente vinculantes, están basadas en el derecho 

internacional y dan una amplia orientación sobre la aplicación de obligaciones en vigor. Las 

directrices son producto de negociaciones y representan un consenso global sobre lo que 

constituyen principios y estándares reconocidos internacionalmente en diversas materias. 

2.1. Principales Directrices voluntarias relacionadas con el derecho a la 

alimentación adecuada 

A continuación se mencionan los instrumentos de Directrices acordados a nivel 

internacional, más directamente vinculados con la garantía del derecho humano a la 

alimentación adecuada. 

(i) Las Directrices voluntarias en apoyo de la realización progresiva del derecho a 

una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional (en 
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adelante llamadas Directrices del derecho a la alimentación)12, representan el primer 

intento de los gobiernos de interpretar un derecho económico, social y cultural y de 

recomendar medidas que hayan de adoptarse para su realización. El objetivo de las 

Directrices voluntarias es proporcionar orientación práctica a los Estados respecto 

de sus esfuerzos por lograr la realización progresiva del derecho a una alimentación 

adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. Al tratarse de un 

derecho complejo y de carácter multisectorial, las Directrices constituyen una 

herramienta de gran utilidad ya que identifican las principales áreas sectoriales de 

política pública que pueden tener una relación directa con la realización del derecho 

a la alimentación. Al mismo tiempo, proporcionan un marco amplio, basado en los 

principios de derechos humanos, que se puede utilizar al desarrollar políticas, leyes, 

programas y estrategias con el objeto de dar plena efectividad al derecho a la 

alimentación en el ámbito nacional (FAO, 2010; FAO y ACNUDH, 2010). 

Las Directrices del derecho a la alimentación cubren todos los elementos necesarios 

de una estrategia y proceso legítimo de SAN; promueven un marco de coordinación 

intersectorial de las acciones emprendidas por entidades gubernamentales 

pertinentes; reflejan los principios de los derechos humanos en recomendaciones de 

medidas; y establecen una base para la promoción de políticas y programas más 

equitativos. 

(ii) La erradicación del hambre y la pobreza y el uso sostenible del medio ambiente 

dependen en gran medida de la forma en que las personas, las comunidades y otros 

grupos consiguen acceder a la tierra, la pesca y los bosques. Las Directrices 

voluntarias sobre la gobernanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y 

los bosques en el contexto de la seguridad alimentaria nacional13 (en adelante, las 

Directrices voluntarias sobre la tenencia) prosiguen y respaldan las Directrices 

voluntarias sobre el derecho a la alimentación. Su propósito es servir como 

referencia y proporcionar orientación para mejorar la gobernanza de la tenencia de 

la tierra, la pesca y los bosques con el objetivo primordial de lograr la seguridad 

alimentaria para todas las personas y apoyar la realización progresiva del derecho a 

una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional 

(FAO, 2012). 

(iii) La pesca en pequeña escala y artesanal desempeña una importante función en la 

seguridad alimentaria y la nutrición. Las Directrices voluntarias para lograr la 

sostenibilidad de la pesca en pequeña escala en el contexto de la seguridad 

 
12 Aprobadas por el Consejo de la FAO en noviembre de 2004. 

13 Ratificadas por el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial en mayo de 2012. 
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alimentaria y la erradicación de la pobreza (en adelante, las Directrices PPE o 

Directrices de la Pesca en Pequeña Escala)14 establece entre sus objetivos el de 

mejorar la aportación de la pesca en pequeña escala a la seguridad alimentaria y la 

nutrición mundiales, así como apoyar la realización progresiva del derecho a una 

alimentación adecuada. Dichas directrices fueron construidas teniendo en cuenta las 

Directrices del derecho a la alimentación y las Directrices voluntarias sobre la 

tenencia (FAO, 2015). 

(iv) Los suelos sanos son la base para la producción de alimentos saludables. Se ha 

demostrado que la gestión sostenible del suelo contribuye a aumentar la producción 

de alimentos, así como a incrementar el contenido nutricional de estos. Al favorecer 

la conservación y la gestión responsable de los suelos, las Directrices voluntarias 

para la gestión sostenible de los suelos15 son fundamentales para ayudar a eliminar 

el hambre, la inseguridad alimentaria y la malnutrición (FAO, 2017). 

(v) La nutrición es un componente tanto del derecho a una alimentación adecuada como 

del derecho al más alto nivel alcanzable de salud (UIP y FAO, 2021). Las 

Directrices voluntarias del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial sobre los 

sistemas alimentarios y la nutrición16 (en adelante, Directrices sobre los sistemas 

alimentarios y la nutrición) ofrecen un enfoque sistémico, multisectorial, con base 

científica y empírica, que tiene en cuenta los sistemas alimentarios en su totalidad y 

considera las causas multidimensionales de la malnutrición en todas sus formas. 

Brindan un amplio abanico de recomendaciones para fomentar la coherencia entre 

las políticas y reducir la fragmentación de las mismas entre los sectores pertinentes, 

como salud, agricultura, educación, medio ambiente, género, protección social, 

comercio y empleo, todos los cuales influyen en los sistemas alimentarios y la 

nutrición. Estas Directrices contribuyen a la ejecución de la Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible, así como a la realización progresiva del derecho a una 

alimentación adecuada de todas las personas, en particular de los grupos más 

vulnerables (CSA, 2021a; CSA, 2021b). 

2.2. Aportes en materia de política pública 

Las Directrices del derecho a la alimentación abarcan las políticas que tienen una relación 

directa con la seguridad alimentaria. Además, comprenden políticas más amplias –tales 

 
14 Aprobadas por el Comité de Pesca de la FAO en junio de 2014. 

15 Aprobadas por el Comité de Agricultura de la FAO en septiembre de 2016 y refrendadas por el Consejo de 

la FAO en diciembre de 2016. 

16 Aprobadas por el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial en su 47.º período de sesiones plenarias, en 

febrero de 2021.  
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como las políticas de desarrollo económico17– que también pueden tener un impacto directo 

o indirecto en el derecho a la alimentación (FAO, 2013). Asimismo, las políticas de 

infraestructura, en especial, aquellas que mejoran la habitabilidad y el acceso a servicios 

básicos en los hogares en situación de vulnerabilidad, favorecen el ejercicio del derecho a 

la alimentación adecuada pues se trata de condiciones que se relacionan con la inocuidad de 

los alimentos. 

En la siguiente tabla se sintetizan las principales orientaciones establecidas por las 

Directrices del derecho a la alimentación (2004) con relación a las distintas áreas de política 

pública que inciden en la garantía del derecho a la alimentación adecuada en el nivel 

nacional. De forma complementaria, se resaltan en color marrón, las recomendaciones 

provenientes de las Directrices voluntarias sobre la gobernanza responsable de la tenencia 

de la tierra, la pesca y los bosques en el contexto de la seguridad alimentaria nacional 

(2012); en azul, las relativas a las Directrices voluntarias para lograr la sostenibilidad de la 

pesca en pequeña escala en el contexto de la seguridad alimentaria y la erradicación de la 

pobreza (2014); en color verde, las proporcionadas por las Directrices voluntarias para la 

gestión sostenible de los suelos (2016); y en rojo, las provenientes de las Directrices 

voluntarias del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial sobre los sistemas alimentarios y 

la nutrición (2021). 

Las áreas sectoriales se ordenan conforme al componente del DHAA al que se considera 

aluden en forma prevalente.  

 
17 En las Directrices del derecho a la alimentación se señala que los Estados deberían promover un desarrollo 

económico de amplia base que respalde sus políticas de seguridad alimentaria; estableciendo objetivos y 

puntos de referencia basados en las necesidades de la población en materia de seguridad alimentaria. 
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Tabla 2. Áreas sectoriales de política pública, temáticas y líneas de acción a ser consideradas y coordinadas en la 

implementación del derecho a la alimentación adecuada en el ámbito nacional, conforme a Directrices voluntarias de la FAO y 

el CSA. 

Obligación 

estatal 

Componente Área sectorial Temática Línea de acción recomendada al Estado 

Obligaciones 

de protección y 

realización 

progresiva 

Disponibilidad Desarrollo 

agrícola y rural 

sostenible – 

Acceso a 

recursos 

productivos –

Apoyo a la 

agricultura 

familiar  

Tierra  • Adopción de medidas para promover y proteger la 

seguridad de la tenencia de la tierra, especialmente con 

respecto a las mujeres, las personas en situación de 

pobreza y los segmentos desfavorecidos de la 

sociedad.  

• Estudio de la posibilidad de establecer mecanismos 

jurídicos y otros mecanismos de políticas que permitan 

avanzar en la reforma agraria para mejorar el acceso de 

las personas en situación de pobreza y las mujeres a los 

recursos. Tales mecanismos deberían promover 

también la conservación y la utilización sostenible de 

la tierra.  

• Aplicación de las reformas redistributivas de acuerdo 

con enfoques y procedimientos transparentes, 

participativos y responsables.  

• Diseño y aplicación de programas que incluyan 

diferentes mecanismos de acceso y utilización 

apropiada de las tierras agrícolas, destinados a las 

poblaciones más pobres. 

• Adopción de medidas para proporcionar a las mujeres 

acceso seguro y equitativo a los recursos productivos, 

como el crédito, la tierra, el agua y tecnologías 

apropiadas, y el control sobre ellos, para que puedan 

recibir los beneficios que deriven de dichos recursos. 
De conformidad con la legislación nacional, garantizar 
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la igualdad de las mujeres con respecto a los derechos 

de tenencia de la tierra y promover su acceso a la tierra 

productiva, los recursos naturales, los insumos y los 

instrumentos productivos ―y su control de estos― en 

condiciones de igualdad, así como su acceso a la 

educación, la capacitación, los mercados y la 

información.  

• Garantías de participación de las mujeres y los 

hombres en la elaboración de las políticas, leyes y 

procedimientos. En las decisiones referentes a los 

sistemas de tenencia, promoción de la participación 

efectiva de todos los miembros de dichos sistemas, 

tanto hombres como mujeres y jóvenes, a través de sus 

instituciones locales o tradicionales, especialmente en 

el caso de los sistemas de tenencia colectiva.  

• Se requiere prestar particular atención a la situación de 

las comunidades indígenas. 

• Reconocimiento de que la tierra, la pesca y los bosques 

encierran un valor social, cultural, espiritual, 

económico, medioambiental y político para los pueblos 

indígenas y otras comunidades con sistemas 

tradicionales de tenencia. 

• Obligación de llevar a cabo consultas de buena fe con 

los pueblos indígenas antes de iniciar cualquier 

proyecto o antes de adoptar y aplicar medidas 

legislativas o administrativas que pudieran afectar a los 

recursos sobre los que las comunidades posean 

derechos. Los proyectos deberían basarse en una 

consulta efectiva y significativa con los pueblos 

indígenas, a través de sus propias instituciones 

representativas, a fin de obtener su consentimiento 

libre, previo e informado con arreglo a la Declaración 

de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
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pueblos indígenas. 

Protección, conservación, 

utilización sostenible de 

semillas de uso tradicional y 

otros recursos genéticos para 

la alimentación y la 

agricultura 

• Estudio de políticas, instrumentos jurídicos y 

mecanismos de apoyo concretos a escala nacional para 

impedir la erosión y asegurar la conservación y la 

utilización sostenible de los recursos genéticos para la 

alimentación y la agricultura, y en particular, proteger 

los conocimientos tradicionales pertinentes y la 

participación equitativa en el reparto de los beneficios 

derivados de la utilización de dichos recursos. 

• Promoción de la participación de las comunidades y 

los agricultores locales e indígenas en la adopción de 

decisiones nacionales sobre asuntos relacionados con 

la conservación y la utilización sostenible de los 

recursos genéticos para la alimentación y la 

agricultura. 

• Protección, conservación y utilización sostenible de la 

biodiversidad para la alimentación y la agricultura con 

objeto de reforzar la resiliencia de los sistemas 

alimentarios. 

Servicios 

productivos 

Investigación y 

transferencia 

tecnológica 

• Promoción de la investigación agronómica y el 

desarrollo agrícola, en particular para fomentar la 

producción de alimentos básicos con los consiguientes 

efectos positivos sobre los ingresos y beneficios para 

los pequeños agricultores y las agricultoras, así como 

los consumidores en situación de pobreza. 

• Inversión en investigación, transferencia de 

conocimientos e innovación para la producción de 

cultivos nutritivos diversificados, como frutas y 

hortalizas, legumbres, granos integrales y raíces y 

tubérculos, semillas y nueces y alimentos de origen 

animal. 

• Implicación y empoderamiento a los jóvenes, 

Extensión 

agrícola 

Comercializaci

ón agrícola 

Finanzas 

rurales y 

créditos para la 

producción de 



31 

 

alimentos reconociendo su diversidad, para que participen 

activamente en los sistemas alimentarios, mejorando 

su acceso a la tierra, los recursos naturales, los 

insumos, los instrumentos, la información, los 

servicios de extensión y asesoramiento, los servicios 

financieros, la educación, la capacitación y los 

mercados, así como promoción de su inclusión en los 

procesos de adopción de decisiones. 

• Promoción e incremento del acceso de las mujeres a 

tecnologías que ahorren tiempo y que podrían ayudar a 

mejorar sus medios de vida. 

• Apoyo al desarrollo de iniciativas de los sectores 

privado y público a fin de promover instrumentos, 

tecnologías y mecanización apropiados para la 

prestación de los servicios pertinentes, como los de 

investigación, extensión, comercialización, finanzas 

rurales y microcrédito, con objeto de permitir una 

producción más eficiente de alimentos por todos los 

agricultores, en particular los agricultores en situación 

de pobreza, y abordar las cuestiones relativas a las 

limitaciones locales, tales como la escasez de tierra, 

agua y energía agrícola. 

• Implementación de asistencia a los productores de 

alimentos y facilitación de su acceso a tecnologías y 

prácticas asequibles e innovadoras, con inclusión de 

conocimientos tradicionales, asistencia técnica, 

formación profesional, modelos empresariales 

inclusivos y sostenibles adaptados a las necesidades y 

prioridades locales, e información sobre la nutrición y 

las dietas saludables por medio de sistemas 

alimentarios sostenibles en los servicios o programas 

técnicos de extensión agrícola y de otro tipo, de modo 

que puedan promover la producción sostenible, 

proteger la biodiversidad, garantizar la inocuidad 

alimentaria y mejorar la calidad nutricional de los 
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alimentos destinados a los mercados. 

Sistema de 

mercado – 

Políticas 

comerciales 

Abastecimiento • Promoción de un suministro adecuado y estable de 

alimentos inocuos mediante una combinación de 

producción interna, comercio, reservas y distribución. 

• Establecimiento de sistemas internos de 

comercialización, almacenamiento, transporte, 

comunicación y distribución eficientes. 

Sostenibilidad Producción 

sostenible de 

alimentos y 

ordenación 

sostenible de 

recursos 

naturales 

Producción sostenible de 

alimentos 

• Estudio de políticas, instrumentos jurídicos y 

mecanismos de apoyo nacionales específicos para 

proteger la sostenibilidad ecológica y la capacidad de 

carga de los ecosistemas, a fin de asegurar la 

posibilidad de una mayor producción sostenible de 

alimentos para las generaciones presentes y futuras, 

impedir la contaminación del agua, proteger la 

fertilidad del suelo y promover la ordenación 

sostenible de la pesca y de los bosques..  

• Adopción y aplicación de prácticas sostenibles de 

producción de alimentos y gestión de los recursos 

naturales tales como enfoques agroecológicos y otros 

planteamientos innovadores. 

• Reconocimiento de las funciones de las mujeres en la 

agricultura y promoción de su participación y 

capacidad de adopción de decisiones sobre qué 

cultivos o alimentos eligen producir y cómo deciden 

hacerlo. 

• Implementación de apoyos a los productores de 

alimentos para que adopten prácticas sostenibles en la 

producción de alimentos diversos que contribuyan a 

dietas saludables, al tiempo que garantizan ingresos 

dignos, medios de vida y resiliencia a los pescadores, 

los agricultores —en particular los pequeños 

agricultores y las explotaciones familiares— y los 
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trabajadores agrícolas. 

• Integración de la agricultura urbana y periurbana y el 

uso de la tierra en las estrategias y programas de 

desarrollo de los sistemas alimentarios y la nutrición a 

escala nacional y local. 

Ordenación sostenible de la 

tierra, la pesca y los bosques 

• Creación y mantenimiento de marcos de políticas, 

jurídicos y organizativos que promuevan la gobernanza 

responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los 

bosques. 

• Los marcos deberían reflejar la importancia social, 

cultural, económica y ambiental de la tierra, la pesca y 

los bosques. Asimismo, deberían reflejar las 

interconexiones que existen entre la tierra, la pesca y 

los bosques y sus usos, y establecer un enfoque 

integrado para su administración 

• Implementación de marcos que no sean 

discriminatorios y que promuevan la equidad social y 

la igualdad de género.  

• Consideración de enfoques integrados, ecosistémicos y 

globales de la ordenación y el desarrollo de la pesca en 

pequeña escala que tengan en cuenta la complejidad de 

los medios de vida.  

• Adopción de medidas para garantizar que los 
pescadores y trabajadores de la pesca en pequeña 

escala y sus comunidades gocen de derechos de 

tenencia seguros, equitativos y apropiados desde el 

punto de vista social y cultural sobre los recursos 

pesqueros, las zonas de pesca en pequeña escala y las 

tierras adyacentes, prestando especial atención a los 

derechos de tenencia de las mujeres. 

• Reconocimiento del papel de las comunidades y los 
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pueblos indígenas que practican la pesca en pequeña 

escala con vistas a restablecer, conservar, proteger y 

cogestionar los ecosistemas acuáticos y costeros 

locales. 

Gestión sostenible de los suelos • Adopción de medidas para reducir al mínimo la 

erosión del suelo; incrementar el contenido de materia 

orgánica del suelo; fomentar el equilibrio y los ciclos 

de los nutrientes del suelo; prevenir, reducir al mínimo 

y mitigar la salinización y la alcalinización; prevenir y 

reducir al mínimo la contaminación del suelo; prevenir 

y reducir al mínimo la acidificación del suelo; 

preservar y mejorar la biodiversidad del suelo; 

prevenir y reducir al mínimo la compactación del 

suelo; y mejorar la gestión del agua del suelo. 

• Entre las medidas para reducir la erosión, se encuentra 

la adopción de enfoques agroecológicos. 

Acceso al agua potable y uso sostenible de 

recursos hídricos 

• Mejora del acceso a los recursos hídricos y promoción 

de su uso sostenible.  

• Mejora de la distribución eficaz del agua entre los 

usuarios, concediendo la debida atención a la eficacia 

y la satisfacción de las necesidades humanas básicas de 

una manera equitativa y que permita un equilibrio 

entre la necesidad de proteger o restablecer el 

funcionamiento de los ecosistemas y las necesidades 

domésticas, industriales y agrícolas, en particular 

salvaguardando la calidad del agua potable. 

Pérdidas y desperdicio de alimentos • Inversión en infraestructura y en apoyo logístico para 

respaldar la capacidad de los productores de alimentos, 

en particular los pequeños agricultores y las 

microempresas y empresas pequeñas y medianas, de 

suministrar alimentos variados, perecederos e inocuos 

a los mercados locales, regionales e internacionales de 
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forma sostenible. 

• Promoción de medidas para que se reduzca al mínimo 

la pérdida y el desperdicio de alimentos en las 

explotaciones agrícolas, durante el almacenamiento 

posterior a la cosecha y durante todo el período de 

elaboración, transporte y venta al por menor.  

• Intensificación de esfuerzos para cuantificar las 

pérdidas de alimentos en las fases de almacenamiento, 

elaboración, transformación y reformulación e 

investigar la forma de reducir esas pérdidas, así como 

el desperdicio de alimentos en la venta al por menor y 

el consumo, a fin de detener la disminución de la 

calidad y cantidad de los alimentos y la pérdida 

económica, lo que también podría conducir a un uso 

más eficiente de los recursos naturales con efectos 

positivos sobre el cambio climático. 

Accesibilidad  Empleo, trabajo y seguridad social • Adopción de medidas para fomentar un crecimiento 

sostenible con objeto de proporcionar oportunidades 

de empleo que permitan a las y los asalariados rurales 

y urbanos y sus familias obtener una remuneración 

suficiente para disfrutar de un nivel de vida adecuado. 

•  Promoción y protección del empleo autónomo. 

• Establecimiento de condiciones de trabajo compatibles 

con las obligaciones contraídas en virtud del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, los convenios pertinentes de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) y otros 

tratados, incluidas las convenciones de derechos 

humanos. 

• Adopción de políticas que creen las condiciones 

necesarias para favorecer la estabilidad del empleo, 

especialmente en las zonas rurales, con inclusión de 
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los trabajos fuera de las explotaciones agrícolas. 

Sistema de 

mercado – 

Políticas 

comerciales 

Defensa de la competencia • Establecimiento de normas, políticas, procedimientos y 

órganos de reglamentación y de otro tipo para 

garantizar un acceso que no sea discriminatorio a los 

mercados e impedir las prácticas contrarias a la 

competencia en los mercados. 

Comercialización de 

alimentos 

• Promoción del establecimiento de mercados locales y 

regionales en pequeña escala, especialmente en las 

zonas rurales y en las zonas urbanas pobres. 

• Adopción de medidas encaminadas a fomentar 

mercados de agricultores y pescadores, vendedores 

ambulantes, vendedores de alimentos en la vía pública 

y otros minoristas que vendan alimentos variados, 

tanto cultivados localmente como adquiridos a nivel 

mundial, que contribuyan a dietas saludables por 

medio de sistemas alimentarios sostenibles. 

• Reducción de obstáculos de modo que las personas 

puedan cultivar, transportar, conservar, comprar, 

encargar o acceder de alguna otra forma a varios tipos 

de alimentos, incluidos alimentos frescos y de 

temporada, que contribuyan a dietas saludables por 

medio de sistemas alimentarios sostenibles en un 

determinado entorno alimentario. 

Obligación de 

hacer efectivo 

el derecho 

Accesibilidad Protección social 

- Apoyo a grupos 

en situación de 

vulnerabilidad 

Identificación de hogares y 

grupos vulnerables a la 

inseguridad alimentaria  

• Establecimiento de sistemas de información y 

cartografía sobre la inseguridad alimentaria y la 

vulnerabilidad, a fin de identificar los grupos y los 

hogares especialmente vulnerables a la inseguridad 

alimentaria y las razones de ello.  

• Realización sistemática de análisis desglosados sobre  

la inseguridad alimentaria, la vulnerabilidad y la 

situación nutricional de distintos grupos de la 

sociedad, prestando particular atención a la medición 
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de cualquier tipo de discriminación que pueda 

manifestarse en forma de una mayor inseguridad 

alimentaria y vulnerabilidad a ella, o en una mayor 

prevalencia de la malnutrición entre grupos específicos 

de la población, o ambas situaciones, con vistas a 

eliminar y prevenir dichas causas de inseguridad 

alimentaria o de malnutrición. 

Apoyo a personas en 

situación de pobreza, 

hambre, inseguridad 

alimentaria – Garantías de 

igualdad, no discriminación y 

transparencia 

• Adopción de un enfoque holístico y global con miras a 

reducir el hambre y la pobreza. Dicho enfoque entraña, 

entre otras, medidas directas e inmediatas para 

garantizar el acceso a una alimentación adecuada como 

parte de una red de seguridad social; y la inversión en 

actividades y proyectos productivos para mejorar los 

medios de subsistencia de la población afectada por la 

pobreza y el hambre de manera sostenible. 

• Formulación e identificación de medidas correctivas de 

aplicación inmediata o progresiva para proporcionar 

acceso a una alimentación adecuada a hogares y 

grupos afectados por la inseguridad alimentaria. 

• En las situaciones en las que se haya determinado que 

los alimentos desempeñan una función apropiada en 

las redes de seguridad, la ayuda alimentaria debería 

llenar el vacío entre las necesidades nutricionales de la 

población afectada y su capacidad para satisfacerlas 

por su cuenta. La ayuda alimentaria se debería 

proporcionar con la mayor participación posible de los 

beneficiarios y debería consistir en alimentos 

adecuados e inocuos desde el punto de vista 

nutricional, habida cuenta de las circunstancias, 

tradiciones alimentarias y culturas locales. 

• Las redes de seguridad alimentaria deberían basarse en 

la medida de lo posible, y según convenga, en la 



38 

 

adquisición local o regional de alimentos. 

• Consideración de las capacidades existentes en las 

comunidades en riesgo de inseguridad alimentaria con 

miras a proporcionar los recursos necesarios para que 

las redes de seguridad contribuyan a la realización 

progresiva del derecho a una alimentación adecuada. 

• Examen de la posibilidad de complementar la ayuda 

alimentaria proporcionada mediante los sistemas o 

redes de seguridad con actividades adicionales para 

obtener los máximos beneficios con vistas a garantizar 

el acceso de la población a alimentos adecuados y su 

utilización. Entre las actividades complementarias 

fundamentales cabe destacar el acceso al agua potable 

y el saneamiento, intervenciones de asistencia sanitaria 

y actividades de educación nutricional. 

• Adopción de medidas que garanticen  que los 

miembros de las comunidades vulnerables, los pueblos 

indígenas y las comunidades locales, los campesinos, 

los pastores, los pescadores en pequeña escala, los 

trabajadores de los sectores agrícola y alimentario, las 

mujeres y los jóvenes de zonas rurales y urbanas, las 

personas con discapacidad y las personas con 

limitaciones a causa de la edad o una enfermedad 

tengan acceso suficiente a alimentos variados que 

contribuyan a dietas saludables. 

• Adopción de medidas para contribuir que las dietas 

saludables sean más asequibles para los hogares pobres 

a través de programas de protección social, por 

ejemplo, cupones para alimentos nutritivos, 

transferencias monetarias, programas de alimentación 

escolar u otros programas de alimentación 

comunitaria. Estos programas deberían estar 

relacionados con objetivos nutricionales claros, 

armonizados con las directrices dietéticas nacionales 
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basadas en los alimentos y adaptados a las necesidades 

de distintos grupos de edad. 

• Adopción de medidas para fomentar que los programas 

de protección social estén preparados y sean resilientes 

para afrontar pandemias y otras crisis sistémicas que 

afecten negativamente a la seguridad alimentaria y la 

nutrición. 

Emergencias y 

desastres 

Ayuda alimentaria • En el caso de que se produzcan emergencias debidas a 

causas naturales o provocadas por el hombre, 

obligación de proporcionar ayuda alimentaria a las 

personas necesitadas. 

• Obligación de facilitar el acceso, en condiciones 

seguras y sin trabas, de dicha asistencia, teniendo 

presentes las circunstancias, las tradiciones 

alimentarias y las culturas locales. Los productos 

alimenticios proporcionados deberían ser adecuados a 

los fines previstos, tener una calidad y cantidad 

nutricionales adecuadas, ser inocuos y aceptables. 

• Los Estados pueden pedir asistencia internacional si 

sus propios recursos no bastan. 

• Reconocimiento de que la nutrición constituye una 

necesidad vital, y la asistencia humanitaria debería 

apuntar a seguir de cerca y satisfacer las necesidades 

nutricionales de la población afectada, en particular las 

personas más vulnerables a la malnutrición. 

• Establecimiento de mecanismos para evaluar los 

efectos nutricionales y conocer mejor las estrategias de 

supervivencia de las familias afectadas en el caso de 

catástrofes naturales o provocadas por el hombre. Esta 

información debería servir de base para la orientación, 

formulación, aplicación y evaluación de los programas 

de socorro, recuperación y aumento de la capacidad de 
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resistencia. 

Obligaciones 

de protección y 

realización 

progresiva 

 Mecanismos para prevenir o 

mitigar los efectos de las 

emergencias 

• Implementación de mecanismos adecuados y eficaces 

de alerta para prevenir o mitigar los efectos de las 

emergencias de origen natural o provocadas por el 

hombre.  

• Adopción de medidas apropiadas de preparación para 

las emergencias, por ejemplo, el mantenimiento de 

existencias de alimentos para la adquisición, y la toma 

de medidas con miras a establecer sistemas adecuados 

de distribución. 

• Importancia fundamental de vincular la seguridad 

alimentaria y la nutrición durante crisis humanitarias 

(desastres causados por el hombre, conflictos, 

desastres naturales incluidos los provocados por el 

cambio climático, epidemias o pandemias) con 

estrategias a más largo plazo de conformidad con el 

derecho humanitario internacional, instrumentos de 

derechos humanos acordados universalmente, y 

legislación nacional, con miras a reforzar la resiliencia 

de los sistemas alimentarios. 

Adecuación Inocuidad  Sistemas de inocuidad de los 

alimentos y mecanismos de 

supervisión 

• Adopción de medidas para garantizar que todos los 

alimentos, ya sean de producción local o importados, 

de libre disposición o de venta en el mercado, sean 

inocuos y se ajusten a las normas nacionales sobre 

inocuidad de los alimentos. 

• Establecimiento de sistemas amplios y racionales de 

control de los alimentos que reduzcan los riesgos de 

transmisión de enfermedades por los alimentos, 

utilizando el análisis de riesgos y mecanismos de 

supervisión, a fin de garantizar la inocuidad en toda la 

cadena alimentaria, incluidos los piensos. 

• Adopción de medidas para simplificar los 
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procedimientos institucionales de control e inocuidad 

de los alimentos en el plano nacional. 

• Adopción de medidas para prevenir la contaminación 

en la producción, la elaboración, el almacenamiento, el 

transporte, la distribución, la manipulación y la venta 

de alimentos. 

• Establecimiento de sistemas de control que sean 

apropiados para las diferentes escalas, contextos y 

modos de producción y comercialización. 

• Promoción y mejora de la rastreabilidad en las cadenas 

de suministro de alimentos y la detección temprana de 

la contaminación, así como aprovechamiento de las 

oportunidades que ofrecen las nuevas tecnologías en 

cuanto a soluciones de rastreabilidad. 

Educación sobre prácticas 

seguras en materia de 

inocuidad de alimentos 

• Apoyo a los agricultores y a otros productores 

primarios para aplicar buenas prácticas agrícolas; a los 

elaboradores de alimentos para aplicar buenas 

prácticas de fabricación y a los manipuladores de 

alimentos para aplicar buenas prácticas de higiene. 

• Adopción de medidas para asegurar que todos los 

integrantes del sector alimentario reciban educación 

sobre prácticas seguras, con objeto de que sus 

actividades no generen residuos nocivos en los 

alimentos ni causen daños al medio ambiente. 

• Adopción de medidas para educar a los consumidores 

sobre el almacenamiento, la manipulación y la 

utilización seguros de los alimentos en el hogar.  

• Divulgación de información entre la población sobre 

las enfermedades transmitidas por los alimentos y 

sobre la inocuidad de los alimentos. 
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Protección al consumidor • Protección adecuada a los consumidores frente a 

prácticas comerciales fraudulentas, la información 

errónea y los alimentos nocivos. 

• Adopción de medidas para proteger a los 

consumidores del engaño y la desinformación en los 

envases, las etiquetas, la publicidad y la venta de los 

alimentos y para facilitar a los consumidores la 

elección, velando por la divulgación de información 

adecuada sobre los alimentos comercializados. 

• Ofrecimiento de vías de recurso a los consumidores 

ante cualquier daño causado por alimentos nocivos o 

adulterados. 

Bienestar 

nutricional 

Programas nutricionales  • Fomento de la participación de todas las partes 

interesadas, incluidas las comunidades y las 

administraciones locales, en la formulación, la 

aplicación, la gestión, el seguimiento y la evaluación 

de programas encaminados a incrementar la 

producción y el consumo de alimentos sanos y 

nutritivos, especialmente los que son ricos en 

micronutrientes.  

• Adopción de medidas, con inclusión de políticas e 

instrumentos, para apoyar y promover iniciativas que 

aumenten y traten de asegurar la asequibilidad y 

accesibilidad de dietas saludables por medio de 

sistemas alimentarios sostenibles y promover políticas 

y programas encaminados a prevenir o reducir el 

sobrepeso y la obesidad. 

• Adopción de medidas para aumentar el bienestar 

nutricional de las mujeres y las niñas a lo largo de toda 

la vida, en particular prestando servicios sanitarios, 

nutricionales y de otro tipo esenciales. 

• Adopción de medidas para promover y fomentar la 
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lactancia materna.  Protección, promoción y respaldo 

de la lactancia materna exclusiva durante los primeros 

seis meses y la continuación de la lactancia materna 

con alimentación complementaria apropiada hasta los 

dos años o después. Apoyo para la creación de bancos 

de leche; protección de la lactancia materna para las 

madres trabajadoras, apoyando y promoviendo la 

protección de la maternidad y la licencia parental 

pagada. 

• Realización de estudios para evaluar la adopción de 

reglamentos relativos al enriquecimiento de los 

alimentos, con el fin de prevenir y remediar las 

carencias de micronutrientes, especialmente de yodo, 

hierro y vitamina A. 

• Promoción de la creación de huertos en los hogares y 

en las escuelas como elemento básico para combatir 

las carencias de micronutrientes y fomentar una dieta 

sana.  

• Establecimiento de métodos para promover una 

ingesta nutricional positiva, incluido un reparto justo 

de los alimentos en el seno de las comunidades y los 

hogares, con especial hincapié en las necesidades y los 

derechos de las niñas y los niños, de las mujeres 

embarazadas y de las madres lactantes, en todas las 

culturas. 

• Promoción de consejos locales de política alimentaria 

con miras a brindar a los residentes la oportunidad de 

expresar sus ideas sobre la mejor manera de aumentar 

en sus comunidades la disponibilidad de dietas 

saludables, el acceso a las mismas y su asequibilidad, 

prestando especial atención a las personas más 

afectadas por el hambre y la malnutrición en todas sus 

formas. 
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• Fortalecimiento de los sistemas de adquisición pública 

de alimentos, garantizando la disponibilidad, 

accesibilidad, asequibilidad y conveniencia de las 

dietas saludables en entornos e instituciones públicos, 

en particular jardines de infancia y otras guarderías, 

escuelas, hospitales, bancos de alimentos, oficinas y 

lugares de trabajo gubernamentales, bases militares, 

prisiones, hogares de ancianos y centros de atención, 

de conformidad con las directrices dietéticas 

nacionales basadas en los alimentos y colaborando, 

cuando proceda, con los pequeños productores, los 

agricultores familiares y los productores de alimentos 

locales vulnerables. 

• Adopción de medidas para vincular el suministro de 

comidas escolares saludables por medio de sistemas 

alimentarios sostenibles con objetivos nutricionales 

claros, armonizados con las directrices dietéticas 

nacionales basadas en los alimentos y adaptados a las 

necesidades de distintos grupos de edad, prestando 

especial atención a las personas más afectadas por el 

hambre y la malnutrición. 

• Realización de estudios para evaluar la posibilidad de 

promover comidas escolares basadas en productos del 

lugar, esto es, que los alimentos que se sirvan en las 

escuelas y guarderías se compren, cuando proceda, a 

pequeños productores o agricultores familiares con 

miras a respaldar a las comunidades locales y ofrecer 

oportunidades educativas a los estudiantes. 

• Formulación de políticas dirigidas a alentar  la 

producción de alimentos más nutritivos. 

Colaboración intersectorial 

en materia nutricional 

• Adopción de medidas paralelas en los sectores de la 

salud, la educación y la infraestructura, promoviendo 

la colaboración intersectorial, de manera que la 

población pueda disponer de los servicios y los bienes 
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necesarios para aprovechar al máximo el valor 

nutritivo de los alimentos que consume y lograr de esta 

manera el bienestar nutricional. 

Información y educación 

alimentaria y nutricional 

• Adopción de medidas, en particular mediante la 

educación, la información y la reglamentación sobre el 

etiquetado, destinadas a evitar el consumo excesivo y 

no equilibrado de alimentos, que puede conducir a la 

malnutrición, a la obesidad y a enfermedades 

degenerativas. 

• Promoción de centros de conocimientos, educación e 

información en materia de alimentación y nutrición. 

• Promoción de una serie de actividades, por ejemplo, la 

comunicación para el cambio social y de 

comportamiento, la educación alimentaria y 

nutricional, la comunicación interpersonal y los 

diálogos comunitarios e iniciativas de 

comercialización social encaminadas a promover la 

lactancia materna y las culturas alimentarias indígenas 

y tradicionales, como manera de influir positivamente 

en los conocimientos, las actitudes y las normas 

sociales, así como de coordinar la transmisión de 

mensajes sobre nutrición, consumo y producción 

sostenibles, a través de una serie de canales de 

comunicación, para llegar a los diversos estratos de la 

sociedad. 

 Adecuación Aceptabilidad cultural • Reconocimiento de que la alimentación es una parte 

vital de la cultura de las personas. 

• Consideración de las prácticas, costumbres y 

tradiciones de las personas en relación con la 

alimentación.  

• Consideración de los valores culturales de los hábitos 
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dietéticos y alimentarios en las diferentes culturas. 

• Fomento de los conocimientos y la cultura 

alimentarios locales. Importancia de tener en cuenta, 

establecer, mantener y proteger la variedad y 

diversidad de las culturas alimentarias, las normas 

sociales, las relaciones y las tradiciones que 

contribuyen a dietas saludables por medio de sistemas 

alimentarios sostenibles sin obstaculizar los avances en 

materia de igualdad de género. 

• Fomento de las culturas alimentarias, las capacidades 

culinarias y la educación nutricional, y reconocimiento 

de la importancia de la alimentación en el patrimonio 

cultural de las distintas comunidades. 

• Protección y promoción de forma adecuada de los 

conocimientos de los pueblos indígenas y las 

comunidades locales con respecto a las tradiciones 

locales, las costumbres ancestrales y los métodos de 

producción sostenible de alimentos, así como de 

preparación y conservación de alimentos locales y 

tradicionales que tengan beneficios nutricionales y 

ambientales, promuevan la inocuidad alimentaria y 

mejoren los medios de vida y las condiciones sociales. 

Fuente: Elaboración propia. 



47 

 

 

2.3. Aportes en materia de gobernanza 

Las Directrices del derecho a la alimentación promueven un enfoque basado en los 

derechos humanos. Dicho enfoque exige no sólo tender al resultado definitivo de la 

abolición del hambre, sino también proponer formas de alcanzar ese objetivo, 

comprendiendo que la aplicación de los principios de derechos humanos forma parte 

integrante del proceso (FAO, 2005). 

Bajo esta perspectiva se da la debida importancia no solo a los resultados, sino también a 

los procesos a través de los cuales se alcanzan dichos resultados, asegurando la 

participación de todas las personas involucradas (ACNUDH, 2006). 

El enfoque de derechos es un método de abordaje para las políticas que promueve el 

fortalecimiento del papel del Estado como garante de los derechos (portador de 

obligaciones) y el posicionamiento de los sujetos (individuos o colectivos sociales) como 

titulares de derechos. Procura fortalecer la capacidad de los titulares de derechos para 

reivindicar éstos y de los titulares de deberes para cumplir sus obligaciones. 

Varias de las directrices acordadas en el año 2004 aluden al sistema de gobernanza 

necesario para la garantía del derecho a la alimentación en el ámbito nacional, esto es, al 

proceso mediante el cual las instituciones públicas deben dirigir los asuntos públicos, 

gestionar los recursos y garantizar la realización progresiva del derecho a la alimentación, 

considerando la universalidad, interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos. 

Como entorno general, la Directriz N° 1 plantea la importancia de que los Estados 

promuevan la democracia, el estado de derecho, el desarrollo sostenible y la buena gestión 

de los asuntos públicos; promuevan y protejan los derechos humanos y las libertades 

fundamentales a fin de facultar a las personas y la sociedad civil para hacer demandas a sus 

gobernantes, formular políticas que aborden sus necesidades específicas y garantizar la 

rendición de cuentas y la transparencia de los gobiernos y los procesos de adopción de 

decisiones. 

En la actualidad, los desafíos en materia de gobernanza aumentan, ante la evidencia de que 

cuestiones complejas y multidimensionales como la alimentación y la nutrición precisan de 

enfoques intersectoriales y holísticos. 

A continuación, se sistematizan las recomendaciones a los Estados relacionadas con la 

buena gobernanza necesaria para la garantía del derecho a la alimentación adecuada en el 

nivel nacional, contenidas en las Directrices del derecho a la alimentación (2004) y en las 

Directrices sobre los sistemas alimentarios y la nutrición (2021). 
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i) Marco jurídico 

• Incorporación de disposiciones constitucionales o legislativas para facilitar la 

realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada; así como para aplicar 

directamente la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada, 

proporcionando vías de recurso adecuadas. 

ii) Capacidades institucionales  

Fortalecimiento institucional  

• Evaluación del mandato y el rendimiento de las instituciones públicas correspondientes. 

Cuando sea necesario, creación, reforma o mejora de su organización y estructura para 

contribuir a la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el 

contexto de la seguridad alimentaria nacional. 

• Los Estados pueden encomendar a una institución específica la responsabilidad general 

de supervisar y coordinar la aplicación de la estrategia integral para la realización 

progresiva del derecho a una alimentación adecuada. Definición clara y revisión 

periódica de las funciones y tareas de esta institución, debiendo preverse los oportunos 

mecanismos de vigilancia. 

Coordinación interinstitucional 

• Relevancia de la coordinación de los esfuerzos de los ministerios, organismos y oficinas 

públicos pertinentes. Los Estados pueden establecer mecanismos nacionales de 

coordinación intersectorial para garantizar la aplicación, el seguimiento y la evaluación 

concertados de las políticas, los planes y los programas. Fomento de la participación 

social en todos los aspectos de la planificación y ejecución de actividades en dichas 

esferas. 

• Promoción de la coordinación y la coherencia de las políticas integrando los sistemas 

alimentarios y la nutrición en el desarrollo local y nacional (Directrices sobre los 

sistemas alimentarios y la nutrición). 

• Fomento de la coordinación y la coherencia de las políticas entre sectores y organismos 

con el objetivo de reducir todas las formas de malnutrición desde una perspectiva 

basada en los sistemas alimentarios. Estos sectores y organismos pueden incluir los que 

influyen en la salud, la agricultura, la educación, el medio ambiente, el agua, el 

saneamiento, la igualdad de género, la protección social, el comercio, el empleo y las 

finanzas. Inclusión de la sostenibilidad de los sistemas alimentarios como prioridad con 

miras a armonizar eficazmente los sectores pertinentes en torno a un conjunto común de 

objetivos (Directrices sobre los sistemas alimentarios y la nutrición). 
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• Establecimiento o fortalecimiento de mecanismos multisectoriales, en distintos niveles 

e integrados por múltiples partes interesadas que supervisen la formulación y aplicación 

de políticas, estrategias e intervenciones específicas de cada contexto, que contribuyan 

a la mejora de los resultados en materia de nutrición en los ámbitos nacional, 

subnacional y local (Directrices sobre los sistemas alimentarios y la nutrición). 

Capacitación 

• Deber estatal de proporcionar una formación adecuada a los funcionarios encargados de 

llevar a cabo la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada. 

iii) Participación y empoderamiento 

• Se requiere que las instituciones pertinentes posibiliten la participación plena y 

transparente  de la sociedad civil, y en particular de representantes de los grupos más 

afectados por la inseguridad alimentaria, en los mecanismos institucionales, las 

políticas, los planes y los programas para la realización progresiva del derecho a una 

alimentación adecuada. 

• Deber estatal de proporcionar información a los ciudadanos con el objeto de fortalecer 

su capacidad para participar en las decisiones sobre las políticas relacionadas con la 

alimentación que les puedan afectar y para impugnar las decisiones que amenacen sus 

derechos. 

• Fortalecimiento de los medios necesarios para que la sociedad civil participe, por 

ejemplo, mediante la creación de capacidad. 

• Promoción de la concienciación sobre la importancia de los derechos humanos, incluida 

la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada; mejora continua del 

acceso a las leyes y los reglamentos pertinentes sobre derechos humanos, especialmente 

en las zonas rurales y alejadas. 

• Los gobiernos deberían garantizar la igualdad de oportunidades y promover una 

participación equitativa de mujeres y hombres en la toma de decisiones sobre políticas, 

brindando apoyo a las mujeres, en especial en el contexto rural (Directrices sobre los 

sistemas alimentarios y la nutrición). 

• Fortalecimiento de la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas y las 

comunidades locales, en particular las mujeres, las niñas, los grupos marginados y las 

personas con discapacidad, en la gobernanza de los sistemas alimentarios y la nutrición, 

fortaleciendo los mecanismos comunitarios para una participación inclusiva en el plano 

local, subnacional, nacional y regional. En el caso de los pueblos indígenas, esto 
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debería basarse en consultas efectivas y significativas, por conducto de sus instituciones 

representativas, con miras a obtener su consentimiento previo libre y fundamentado en 

virtud de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 

indígenas (Directrices sobre los sistemas alimentarios y la nutrición). 

• Respaldo al fortalecimiento de las capacidades, en particular las de los pueblos 

indígenas y las comunidades locales, de modo que puedan participar de forma plena y 

efectiva en la formulación de políticas y estrategias sobre los sistemas alimentarios 

(Directrices sobre los sistemas alimentarios y la nutrición). 

iv) Estrategia nacional 

• Adopción de una estrategia nacional basada en los derechos humanos para la 

realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la 

seguridad alimentaria nacional como parte de una estrategia nacional general de 

desarrollo, incluidas estrategias de reducción de la pobreza, si las hubiere. 

• La elaboración de la estrategia debería comenzar con una evaluación detenida de la 

legislación, las políticas y las medidas administrativas nacionales en vigor, los 

programas en curso de ejecución, la identificación sistemática de las limitaciones 

existentes y los recursos disponibles. Formulación de las medidas necesarias para 

subsanar cualquier deficiencia y proponer un programa de cambio y los medios para 

aplicarlo y evaluarlo. 

• Inclusión en las estrategias de objetivos, metas, puntos de referencia y plazos, así como 

de medidas con miras a la formulación de políticas; la movilización de recursos; la 

definición de mecanismos institucionales; la asignación de las responsabilidades; la 

coordinación de las actividades de los distintos interesados; y el establecimiento de 

mecanismos de vigilancia.  

• Según sea necesario, las estrategias pueden abordar todos los aspectos del sistema 

alimentario, con inclusión de la producción, la elaboración, la distribución, la 

comercialización y el consumo de alimentos inocuos. También puede ocuparse del 

acceso a los recursos y a los mercados, así como prever medidas paralelas en otros 

ámbitos. Las estrategias deberían abordar en particular las necesidades de los grupos en 

situación de vulnerabilidad y desfavorecidos y las situaciones especiales, como las 

catástrofes naturales y las emergencias. 

• Consulta a organizaciones de la sociedad civil y otras partes interesadas fundamentales, 

con inclusión de las asociaciones de agricultores que practican una agricultura 

tradicional en pequeña escala, de mujeres y de jóvenes, con vistas a promover su 
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participación activa en todos los aspectos de las estrategias de producción agrícola y 

alimentaria. 

• Las estrategias deberían ser transparentes, generales y amplias, referirse al conjunto de 

las políticas, los programas y los proyectos nacionales, tener en cuenta las necesidades 

especiales de las niñas y las mujeres, combinar objetivos a corto y a largo plazo, y 

prepararse y aplicarse de forma participativa y con la obligación de rendir cuentas. 

• Cuando la pobreza y el hambre afectan fundamentalmente a la población rural, los 

Estados deberían concentrarse en el desarrollo agrícola y rural sostenible, por medio de 

medidas encaminadas a mejorar el acceso a la tierra, el agua, tecnologías apropiadas y 

asequibles, recursos productivos y financieros, aumentar la productividad de las 

comunidades rurales pobres, promover su participación en la adopción de decisiones 

sobre política económica, distribuir los beneficios derivados del aumento de la 

productividad, conservar y proteger los recursos naturales, invertir en infraestructura 

rural, educación e investigación. 

• Adopción de medidas orientadas a fomentar los medios de subsistencia de la población 

urbana pobre, en respuesta al problema creciente del hambre y la pobreza en el medio 

urbano. 

v) Recursos financieros 

• Importancia de la promoción de gastos y programas sociales básicos, en particular los 

que afectan a los segmentos pobres y vulnerables de la sociedad. Adopción de medidas 

para protegerlos de las reducciones presupuestarias. Aumento de la calidad y eficacia de 

los gastos sociales.  

• Establecimiento de garantías para que los recortes presupuestarios no afecten 

negativamente al acceso a una alimentación adecuada de los sectores más pobres de la 

sociedad. 

• Asignación de recursos presupuestarios para la lucha contra el hambre y la seguridad 

alimentaria por parte de los gobiernos nacionales, departamentales y  locales. 

• Establecimiento de un entorno jurídico y económico propicio con vistas a promover y 

movilizar el ahorro interno y a atraer recursos externos para inversiones productivas, así 

como a buscar nuevas fuentes de financiación, tanto públicas como privadas, a nivel 

nacional e internacional, para los programas sociales. 

vi) Transparencia y rendición de cuentas 
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• Adopción de medidas para formular, reforzar, aplicar y mantener normas y políticas 

eficaces de lucha contra la corrupción, en especial en el sector de la alimentación y en 

la gestión de la ayuda alimentaria de emergencia. 

• Adopción de medidas para garantizar la transparencia y la rendición de cuentas en 

relación con el uso de los recursos públicos, en particular en la esfera de la seguridad 

alimentaria. 

• Implementación de sistemas administrativos y de rendición de cuentas eficaces para 

impedir malversaciones y prevenir la corrupción. 

vii) Información, monitoreo y evaluación 

• Establecimiento de mecanismos para monitorear y evaluar la realización progresiva del 

derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria 

nacional.  

• Relevancia particular de vigilar la situación con referencia a la seguridad alimentaria de 

los grupos vulnerables, especialmente las mujeres, los niños y los ancianos, así como su 

situación nutricional, en particular la prevalencia de carencias de micronutrientes. 

• Adopción de medidas para garantizar que la recopilación, la gestión, el análisis, la 

interpretación y la difusión de información se realicen con un enfoque participativo. 

• Elaboración de un conjunto de indicadores del proceso, los efectos y los resultados, 

aprovechando los indicadores ya en uso y mecanismos de vigilancia como los sistemas 

de información y cartografía sobre la inseguridad alimentaria y la vulnerabilidad 

(SICIAV), con miras a evaluar la marcha de la realización progresiva del derecho a una 

alimentación adecuada.  

• Establecimiento de puntos de referencia adecuados que se hayan de conseguir a corto, 

medio y largo plazo, directamente relacionados con la consecución de los objetivos de 

reducción de la pobreza y el hambre como mínimo. 

• Establecimiento de sistemas de información y cartografía sobre la inseguridad 

alimentaria y la vulnerabilidad, a fin de identificar los grupos y los hogares 

especialmente vulnerables a la inseguridad alimentaria y las razones de ello.  

• Realización sistemática de análisis desglosados sobre la inseguridad alimentaria, la 

vulnerabilidad y la situación nutricional de distintos grupos de la sociedad, prestando 

particular atención a la medición de cualquier tipo de discriminación que pueda 

manifestarse en forma de una mayor inseguridad alimentaria y vulnerabilidad a ella, o 

en una mayor prevalencia de la malnutrición entre grupos específicos de la población, o 
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ambas situaciones, con vistas a eliminar y prevenir dichas causas de inseguridad 

alimentaria o de malnutrición. 

• Adopción de medidas que posibiliten la realización de “evaluaciones de los efectos en 

relación con el derecho a la alimentación” a fin de determinar las repercusiones de los 

proyectos, programas y políticas nacionales en la realización progresiva del derecho a 

una alimentación adecuada de la población en general y de los grupos vulnerables en 

particular, que sirvan como base para la adopción de las medidas correctivas necesarias. 

viii) Obligación de igualdad y no discriminación 

• Adopción de medidas para erradicar las prácticas discriminatorias, especialmente la 

discriminación en razón del sexo, con el fin de alcanzar niveles adecuados de nutrición 

dentro del hogar. 

• Implementación de garantías para que las redes de seguridad social y alimentaria se 

orienten de manera adecuada a las personas necesitadas y respeten el principio de no 

discriminación al establecer los criterios de selección. 

• Establecimiento de criterios de selección transparentes y no discriminatorios. Entre los 

factores que deben tenerse en cuenta cabe destacar los bienes y los ingresos familiares e 

individuales, el estado nutricional y la situación sanitaria, así como los mecanismos de 

supervivencia existentes. 

ix) Exigibilidad y justiciabilidad 

• Implementación de mecanismos administrativos, cuasijudiciales y judiciales para 

proporcionar vías de recurso adecuadas, eficaces, rápidas y accesibles, en particular, a 

los miembros de grupos vulnerables, para la garantía del derecho a una alimentación 

adecuada. 

• Medidas de apoyo para que personas y grupos de personas puedan tener acceso a la 

asistencia jurídica con objeto de afirmar en mayor grado la realización progresiva del 

derecho a una alimentación adecuada. 

2.4. Aportes en materia conceptual 

En las Directrices voluntarias más recientes, se brindan definiciones y descripciones 

convenidas de algunos conceptos clave. 

En las Directrices voluntarias para la gestión sostenible de los suelos (2016) se define la 

gestión sostenible de los suelos en los siguientes términos:  
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La gestión de suelos es sostenible si se mantienen o mejoran los servicios de apoyo, 

suministro, regulación y cultivo que proporcionan los suelos18 sin afectar 

significativamente a las funciones del suelo que hacen posibles esos servicios ni a la 

biodiversidad. Es materia de especial preocupación el equilibrio entre los servicios 

de apoyo y suministro para la producción vegetal y los servicios reguladores que el 

suelo proporciona para la calidad y disponibilidad del agua y para la composición de 

los gases atmosféricos de efecto invernadero. 

A su vez, en dichas directrices se describen las características asociadas a la gestión 

sostenible de los suelos: 

• Tasas mínimas de erosión del suelo por el agua y el viento. 

• La estructura del suelo no está degradada (p. ej., la compactación del suelo) y 

proporciona un contexto físico estable para la circulación del aire, el agua y el calor, 

así como el crecimiento de las raíces. 

• Hay suficiente cobertura vegetal (p. ej., del cultivo de plantas, de residuos vegetales, 

etc.) para proteger el suelo. 

• El almacenamiento de materia orgánica del suelo es estable o está creciendo y lo 

ideal es que se aproxime al nivel óptimo para el entorno local. 

• La disponibilidad y el flujo de nutrientes son adecuados para mantener o mejorar la 

fertilidad y la productividad del suelo, y reducir sus pérdidas al medio ambiente. 

• La salinización, la sodización y la alcalinización son mínimas. 

• El agua (p. ej., de las precipitaciones y las fuentes de agua complementarias como el 

riego) se infiltra y almacena eficazmente para satisfacer las necesidades de las 

plantas y garantizar el drenaje de cualquier exceso. 

• Los contaminantes están por debajo de los niveles tóxicos, es decir, aquellos que 

podrían causar daños a las plantas, los animales, los seres humanos y el medio 

ambiente. 

 
18 Conforme a las Directrices mencionadas, el tipo de servicios ecosistémicos y las funciones de los suelos 

que se mencionan en la definición pueden elaborarse de la siguiente manera: los servicios de apoyo incluyen 

la producción primaria, el ciclo de nutrientes y la formación de suelos; los servicios de suministro 

comprenden la provisión de alimentos, fibras, combustible, madera y agua; materias primas de la tierra; 

estabilidad superficial; hábitats y recursos genéticos; los servicios de regulación se refieren a aspectos tales 

como el abastecimiento y la calidad del agua, la captación de carbono, la regulación del clima, el control de 

las inundaciones y la erosión; y los servicios de cultivo hacen referencia a los beneficios estéticos y culturales 

derivados del uso del suelo. 
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• La biodiversidad del suelo proporciona una gama completa de funciones biológicas. 

• Los sistemas de gestión de suelos para la producción de alimentos, piensos, 

combustible, madera y fibras dependen del uso óptimo y seguro de los insumos. 

• El sellado del suelo se reduce al mínimo mediante una planificación responsable del 

uso de la tierra. 

En las Directrices sobre los sistemas alimentarios y la nutrición (2021) se brindan 

descripciones convenidas de conceptos como los de dietas saludables y no saludables, 

alimentos nutritivos, sistemas alimentarios y sistemas alimentarios sostenibles, cadenas de 

suministro de alimentos y entornos alimentarios, en los siguientes términos: 

Concepto Descripción 

Dieta saludable • Una dieta saludable es aquella que contiene suficientes alimentos de calidad 

para lograr el crecimiento y desarrollo óptimos de todas las personas y 

respaldar el funcionamiento y el bienestar físico, mental y social en todas las 

etapas de la vida y cubriendo todas las necesidades fisiológicas.  

• Las dietas saludables son inocuas, variadas y equilibradas y están basadas en 

alimentos nutritivos. Ayudan a proteger de la malnutrición en todas sus 

formas, en particular la desnutrición, las carencias de micronutrientes, el 

sobrepeso y la obesidad, y disminuyen el riesgo de padecer ENT relacionadas 

con la alimentación.  

• La composición exacta de una dieta saludable está determinada por las 

características de cada persona (por ejemplo, la edad, el sexo, el estilo de vida 

y el grado de actividad física), los patrones y contextos geográficos, 

demográficos y culturales, las preferencias alimenticias, la disponibilidad de 

alimentos procedentes de fuentes locales, regionales e internacionales, y los 

hábitos alimentarios. Las prácticas dietéticas saludables comienzan en los 

primeros años de vida; la lactancia materna favorece el crecimiento sano, 

mejora el desarrollo cognitivo y proporciona beneficios a largo plazo. 

Dieta poco 

saludable 

• Las dietas poco saludables son uno de los principales factores de riesgo de 

múltiples formas de malnutrición y de los resultados deficientes en materia de 

salud a escala mundial. 

•  Comprenden las dietas con insuficiente cantidad y calidad de los nutrientes y 

son una de las causas del hambre, la carencia de micronutrientes y la 

desnutrición. Además, las dietas poco saludables se relacionan con la ingesta 

excesiva de alimentos y bebidas con un alto contenido de grasas, 

especialmente grasas saturadas y grasas trans, así como de azúcares y sal o 

sodio, que pueden tener como resultado un aumento del riesgo del sobrepeso y 

una mayor propensión a la obesidad y las enfermedades no transmisibles 

relacionadas con la alimentación. 

Alimento nutritivo • Un alimento nutritivo es un alimento inocuo que aporta nutrientes esenciales, 

como vitaminas y minerales (micronutrientes), fibra y otros componentes a las 

dietas saludables que resultan beneficiosos para el crecimiento, la salud y el 
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desarrollo y protegen de la malnutrición.  

• En los alimentos nutritivos se reduce al mínimo la presencia de nutrientes que 

susciten preocupación respecto de la salud pública. 

Sistemas 

alimentarios 

• Los sistemas alimentarios determinan los hábitos dietéticos y el estado 

nutricional de las personas.  

• Los sistemas alimentarios constituyen redes complejas y multidimensionales 

de actividades, recursos y agentes que abarcan la producción, la elaboración, 

la manipulación, la preparación, el almacenamiento, la distribución, la 

comercialización, el acceso, la adquisición, el consumo y la pérdida y el 

desperdicio de alimentos, así como los productos de estas actividades, 

incluidos los resultados sociales, económicos y ambientales.  

• En los sistemas alimentarios influyen constantemente diferentes fuerzas, 

factores y cambios estructurales y decisiones adoptadas por muchas partes 

interesadas diferentes que podrían afectar a su sostenibilidad. 

Sistemas 

alimentarios 

sostenibles 

• Los sistemas alimentarios sostenibles tienen un papel fundamental que 

desempeñar en la promoción de dietas saludables y la mejora de la nutrición, 

así como para permitir el logro de otros objetivos públicos de los sistemas 

alimentarios.  

• Los sistemas alimentarios sostenibles propician la inocuidad de los alimentos, 

la seguridad alimentaria y la nutrición para las generaciones actuales y futuras 

en consonancia con las tres dimensiones (económica, social y ambiental) del 

desarrollo sostenible.  

• Los sistemas alimentarios sostenibles deben ser inclusivos, equitativos y 

resilientes. 

Cadenas de 

suministro de 

alimentos 

• Las cadenas de suministro de alimentos desempeñan un papel decisivo en la 

salud humana y en la resiliencia de los sistemas alimentarios y su 

sostenibilidad social y económica y ambiental, incluida la restauración de los 

ecosistemas.  

• Las cadenas de suministro de alimentos —que abarcan la producción, el 

almacenamiento y la manipulación después del almacenamiento, la 

elaboración y el envasado, la distribución hasta el punto de consumo y la 

comercialización— funcionan a múltiples y diferentes escalas, estructuras y 

niveles, desde las cadenas de suministro simples hasta las que son muy 

complejas y desde las locales a las globalizadas, en las que participan muchos 

agentes de los sistemas alimentarios.  

• Las decisiones de los agentes en cualquier etapa tienen repercusiones en la 

disponibilidad, asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad e inocuidad de 

alimentos nutritivos para las dietas saludables 

Entornos 

alimentarios 

• Los entornos alimentarios comprenden los alimentos disponibles y accesibles 

para las personas en las zonas cercanas a ellas y la calidad nutricional, la 

inocuidad, el precio, la facilidad de preparación, el etiquetado y la promoción 

de estos alimentos.  

• Estos entornos deberían asegurar que las personas tengan acceso en 
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condiciones de igualdad y equidad a suficientes alimentos asequibles, inocuos 

y nutritivos que satisfagan las necesidades y preferencias alimenticias a fin de 

llevar una vida activa y sana, teniendo en cuenta los diversos factores físicos, 

sociales, económicos, culturales y políticos que influyen en este acceso.  

• Para muchas personas, el acceso a dietas saludables puede resultar 

problemático, ya que pueden no estar disponibles o no ser accesibles o 

asequibles por diversas razones. 

 

3. Recomendaciones para la incorporación de las Directrices vinculadas a la garantía 

progresiva del derecho humano a la alimentación adecuada en el documento 

CONPES de la política nacional del derecho a la alimentación y su posterior plan 

de acción 

• Fortalecer el carácter integral de la Estrategia para la garantía progresiva del derecho 

humano a la alimentación adecuada, considerando las diferentes áreas sectoriales de 

política pública que precisan ser coordinadas en la implementación de este derecho en 

el ámbito nacional. Cuando temáticas centrales vinculadas al derecho a la alimentación 

adecuada se aborden a través de políticas específicas, establecer la complementación de 

la Estrategia con dichas políticas o planes sectoriales o sub-sectoriales. 

• Fortalecer la dimensión nutricional y de sostenibilidad ambiental, económica y social en 

toda la Estrategia. 

• Considerar la utilización de las Directrices voluntarias de la FAO y el CSA como 

referencia para la formulación de líneas de acción, atendiendo las áreas sectoriales y 

temáticas prioritarias relacionadas con la disponibilidad, accesibilidad, adecuación, 

estabilidad y sostenibilidad de los alimentos.  

• Considerar las recomendaciones formuladas por los órganos de tratados y por el Grupo 

de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San 

Salvador (GTPSS), orientadas al progreso en el cumplimiento del derecho a la 

alimentación adecuada en el país. 

• Fortalecer aspectos claves como la producción sostenible de alimentos; el apoyo a la 

agricultura familiar a través del acceso a recursos productivos; la mejora de los 

programas de apoyo a personas y grupos en situación de pobreza, hambre, inseguridad 

alimentaria; la adopción de mecanismos para prevenir o mitigar los efectos de las 

emergencias con miras a reforzar la resiliencia de los sistemas alimentarios; la 

educación sobre prácticas seguras en materia de inocuidad de alimentos; la protección 

al consumidor; el fortalecimiento de programas amplios orientados al bienestar 

nutricional; la información y la educación alimentaria y nutricional. 
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• Considerar la inclusión de metas, puntos de referencia adecuados y plazos, directamente 

relacionados con la consecución de los principales objetivos de la Estrategia, prestando 

especial atención a la reducción del hambre y la desnutrición, y los resultados respecto 

de los grupos poblacionales más afectados. 

• Considerar la inclusión de medidas orientadas a mejorar los mecanismos de 

priorización en la implementación de programas alimentarios y nutricionales, con vistas 

a asegurar el establecimiento de criterios de selección y priorización transparentes y no 

discriminatorios.  

• Asegurar el cumplimiento de los principios del enfoque basado en derechos humanos en 

la gobernanza de las políticas públicas asociadas al derecho a la alimentación adecuada. 

• Avanzar en el establecimiento de un Sistema para la Garantía Progresiva del Derecho a 

la Alimentación que facilite la efectiva coordinación interinstitucional, incluyendo los 

tres niveles de gobierno (nacional, departamental, municipal). Dicho sistema precisa la 

definición clara de las competencias y responsabilidades en materia de rectoría y 

coordinación, así como en la ejecución de programas y medidas; mecanismos 

adecuados de participación social; aseguramiento de recursos presupuestarios;  

implementación de un sistema de información, monitoreo y evaluación que posibilite la 

introducción de mejoras en la ejecución de las políticas y programas para el logro de las 

metas; el establecimiento de mecanismos de rendición de cuentas; y el fortalecimiento 

de las vías de recurso disponibles para la exigibilidad y justiciabilidad del derecho a la 

alimentación adecuada.  

• Identificar las capacidades institucionales que requieren ser fortalecidas para la 

implementación y el funcionamiento eficaz del Sistema. Considerar, en especial, la 

adopción de medidas para proporcionar una formación adecuada a los funcionarios y 

funcionarias encargados de llevar a cabo la realización progresiva del derecho a la 

alimentación adecuada. 

• Fortalecer en el Sistema la articulación con Ministerios, Secretarías de Estado u otras 

instituciones estatales con perspectiva poblacional (mujeres; niños, niñas y 

adolescentes; pueblos indígenas, población afrodescendiente, otros grupos étnicos, 

personas mayores, personas con discapacidad), de modo que se puedan implementar 

enfoques diferenciados que garanticen la igualdad y no discriminación en las políticas 

vinculadas al derecho a la alimentación adecuada. Asimismo, dicha articulación 

posibilitaría un abordaje adecuado de las interseccionalidades que sitúan a determinados 

grupos y personas en condiciones de extrema vulnerabilidad a la inseguridad 

alimentaria.  
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• Fortalecer los mecanismos de participación en el Sistema para la Garantía Progresiva 

del Derecho a la Alimentación, tanto como parte de la institucionalidad como a través 

de otros procesos específicos de participación social vinculados a todo el ciclo de la 

política. Se requiere la generación de condiciones para una participación social amplia, 

activa, libre y significativa, y en particular de representantes de los grupos más 

afectados por la inseguridad alimentaria. 

• Garantizar la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas en la adopción de 

políticas públicas asociadas al derecho a la alimentación adecuada; asegurando la 

observancia del derecho a la consulta y consentimiento libre, previo e informado. 

• Garantizar la participación de las comunidades locales, en particular de las mujeres y 

los grupos en situación de vulnerabilidad, en la toma de decisiones relacionadas con el 

derecho a la alimentación adecuada en el nivel local, departamental y nacional. 

• Establecer medidas para garantizar la transparencia y la rendición de cuentas periódica 

en relación con la implementación de acciones y el uso de los recursos públicos, en 

particular en la esfera de la seguridad alimentaria.  

• Fortalecer vías de recurso adecuadas, eficaces, rápidas y accesibles para la garantía del 

derecho a la alimentación adecuada en la esfera administrativa, incluyendo el 

fortalecimiento de las capacidades institucionales para brindar respuestas satisfactorias 

que corrijan situaciones arbitrarias, en especial aquellas que puedan afectar a personas y 

grupos en situación de vulnerabilidad. Contribuir a la difusión de los recursos 

cuasijudiciales y judiciales existentes.  

• Fortalecer un sistema de información, monitoreo y evaluación que permita contar con 

datos actualizados y desglosados en materia alimentaria y nutricional, vinculándolos al 

monitoreo y evaluación del cumplimiento del derecho a la alimentación adecuada en el 

país. El mecanismo de seguimiento basado en indicadores que se aplica para examinar 

la implementación del Protocolo de San Salvador, constituye un instrumento útil pues 

traduce los estándares de protección del derecho a la alimentación adecuada a 

indicadores. Dicho modelo incluye indicadores estructurales, de proceso y de resultado; 

aborda la recepción del derecho a la alimentación, el contexto financiero y 

compromisos presupuestarios, y las capacidades estatales; y observa el cumplimiento de 

los principios transversales de igualdad y no discriminación, acceso a la información y 

participación, y acceso a la justicia. A su vez, este mecanismo guarda coherencia con 

los indicadores de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

• Considerar el desarrollo de capacidades operativas y metodológicas que posibiliten la 

realización de “evaluaciones de los efectos en relación con el derecho a la 
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alimentación”, a fin de determinar las repercusiones de los proyectos, programas y 

políticas nacionales en la realización progresiva del derecho a una alimentación 

adecuada, que puedan servir para la adopción de las medidas correctivas necesarias. 
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